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			Plutócratas y populistas






			La verdad, una vez despierta, 
no vuelve a dormirse jamás.






			José Martí






			






			A manera de introducción






			La víspera del 1º de septiembre de 1977, día del primer informe de gobierno del presidente José López Portillo, después de conversar con el director de la revista Proceso, Julio Scherer García, para integrarme a trabajar como reportero en la redacción del semanario, me envió con Rodolfo Guzmán para que me explicara los detalles de mi nueva actividad. Entre extrañado y risueño, tal vez por la timidez con la que me presenté ante él, el Negro Guzmán —como le llamaban todos—, tras indicarme que cubriría las fuentes “diplomática y religiosa”, me ordenó presentarme a trabajar el jueves 1º de septiembre… ¡a las 4:30 de la mañana! Disimulé mi sorpresa por lo insólito del horario, y alcancé a comentarle entonces que no tenía la menor experiencia en “asuntos religiosos”. Guzmán me respondió que no me preocupara, que los obispos daban sólo un par de notas al año. Después, si acaso motivado por su conocimiento de mi condición de extranjero recién llegado al país, palabras más, palabras menos, me advirtió: “En México hay tres temas proscritos en el periodismo: el presidente de la República, la virgen de Guadalupe y el Ejército”.






			Por paradójico que parezca, ni la revista Proceso ni el que escribe tuvimos entonces reparos en abordar de manera crítica y documentada el primer y el tercer asunto (en mi caso bajo la amenazadora sombra del artículo 33 constitucional), y con la Guadalupana guardamos siempre una sana distancia, pero no así con los obispos de la Conferencia del Episcopado Mexicano y sus jefes en el Vaticano. Fruto de ello, fueron media docena de libros de mi autoría sobre personajes y sucesos de la Iglesia católica, entre ellos, los papas Karol Wojtyla y Joseph Ratzinger, los obispos locales Sergio Méndez Arceo y Samuel Ruiz, y el clérigo Marcial Maciel, superior de la Legión de Cristo y “connotado” pederasta.






			Asimismo, a lo largo de las dos últimas décadas he publicado una serie de obras acerca del larvado proceso de militarización que ha llevado al país a vivir en un permanente Estado de excepción de facto, con la deriva de una grave crisis humanitaria que llega hasta nuestros días.






			El texto que el lector tiene en sus manos ha sido precedido de tres libros que guardan entre sí una continuidad temática multifacética pero entrelazada: El tercer vínculo. De la teoría del caos a la militarización de México (1996), Terrorismo mediático. La construcción social del miedo en México (2013) y Estado de emergencia. De la guerra de Calderón a la guerra de Peña Nieto (2016), y que al igual que los escritos sobre asuntos religiosos, están basados en notas, entrevistas y reportajes del autor así como en el análisis de documentos e información pública contextualizada sobre el manejo y el abuso del poder (presidencial, político, económico, eclesial, mediático y militar) y los intereses creados en el México contemporáneo.






			En todos los casos, los acontecimientos narrados se abordaron desde el ejercicio académico-periodístico con una perspectiva humanista, independiente y crítica, sí, pero buscando siempre brindar una versión rigurosa, verosímil y contextualizada de la verdad —ya que la objetividad no existe—, sustentada en fuentes creíbles y confiables, vinculando hechos aparentemente inconexos y contrastando las diversas versiones y tonalidades de los sucesos noticiables tratados, buscando tomar distancia de ellos, verificarlos, confirmarlos, desestimando información, dudando, interpretando, explicando, optando y, finalmente, decidiendo, para presentar al lector lo que es —sin pretensión de neutralidad alguna— en función de lo que puede ser, así sea de manera provisional o imperfecta, y con los riesgos y límites que impone entender y escribir sobre el presente.






			Con una salvedad: a diferencia de otros oficios o profesiones, el periodista —pero también un docente de Ciencias Políticas y Sociales— tiene un compromiso ético que cumplir y también la responsabilidad y la satisfacción de contribuir al esclarecimiento de la desinformación, y de promover la igualdad entre todos los pueblos e individuos sin distinción de raza, sexo o religión.1 En definitiva, pensamos que el tratamiento ético de la información por el periodista exige que sus destinatarios sean considerados como personas pensantes y críticas y no como rebaño de ovejas.






			A partir de estas consideraciones generales y a pedido del editor, haremos a continuación un breve repaso de los contenidos de las tres publicaciones que preceden a Plutócratas y populistas.






			






			El tercer vínculo
y la militarización de México






			En El tercer vínculo —libro pionero en abordar en tiempo real y de manera específica la actividad del Ejército mexicano— se expuso como hipótesis principal que, de la mano de la teoría del caos, la militarización de México parecía ser una pieza clave del Departamento de Defensa de Estados Unidos para asegurar el control sobre los recursos geoestratégicos del país: el eslabón que faltaba para cerrar el círculo de la dependencia.






			El título del libro obedeció a una frase pronunciada el 23 de octubre de 1995 en el Campo Militar No. 1 —ante la plana mayor de la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) y casi 10 mil soldados y cadetes— por el secretario de Defensa de Estados Unidos, William Perry, quien adujo que la “seguridad nacional” (sic) entre su país y México era “el tercer vínculo” en que ambas naciones debían cimentar su estrecha relación, pues ya se tenían “dos fuertes bases” en los “lazos políticos y económicos”.






			Desde 1948 ningún secretario de la Defensa estadounidense había viajado a México en visita oficial. Y ese día, sin ambages, Perry hizo evidente que el de la seguridad fue el leitmotiv de su presencia ahí, como representante del llamado complejo industrial-militar.2 Su misión fue insistir en el involucramiento de las Fuerzas Armadas mexicanas —y en particular del Ejército— en el esquema de seguridad interamericana diseñado por el Pentágono, como caballo de Troya de los intereses del expansionismo estadounidense en la era de la globalización imperial. Tras la desaparición de la antigua Unión Soviética, dicho esquema, que venía a sustituir al comunismo por el narcotráfico como nueva amenaza a la “seguridad nacional” de Estados Unidos, buscaba relegitimar el papel doméstico de las fuerzas armadas continentales —las de México incluidas—, ahora en la forma de una doctrina de seguridad regional montada sobre una estrategia de militarización y transnacionalización de la guerra a las drogas profundamente ideologizada.






			Hasta entonces, Estados Unidos no tenía acceso a las estructuras de decisión táctica-operativa y estratégica de las Fuerzas Armadas mexicanas, la única institución castrense latinoamericana —junto con la de Cuba por distintas razones— que no había sido penetrada directamente por el Pentágono. Con un dominio enorme sobre la toma de decisiones estratégicas de política económica, financiera y diplomática de México, a Estados Unidos le faltaba cerrar el círculo en el área militar.






			Así, durante el gobierno de Ernesto Zedillo (1994-2000), la sana distancia entre las fuerzas armadas de ambos países comenzó a acortarse. Para justificar una mayor injerencia castrense, la táctica de Washington fue utilizar “instrumentos no militares”, como el espionaje telefónico y microfónico sobre la cúpula político-económica mexicana, corrupta o susceptible de corrupción, enredada como ya estaba en un entramado de vínculos ilícitos de tráfico de influencias, lavado de dinero y narcotráfico, a lo que se sumaba una abultada deuda externa producto de los créditos condicionados del Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial y del Departamento del Tesoro estadounidense —notorios por sus indebidas injerencias y trágicas consecuencias en muchos países del orbe—, con el fin de provocar desestabilización en México.






			En El tercer vínculo analizamos a otros dos actores importantes de la vida contemporánea mexicana, que junto con las Fuerzas Armadas siguen siendo protagonistas hasta el presente. El primero era la entonces naciente plutocracia beneficiada por las privatizaciones de las administraciones Salinas/Zedillo, integrada entonces por 24 megamillonarios mexicanos que aparecieron en las listas de la revista Forbes [entre quienes destacaban Carlos Slim Helú (Grupo Carso), Emilio Azcárraga Milmo (Televisa), Alberto Baillères (Grupo Peñoles), Alfonso Romo Garza (Pulsar), la familia Garza Sada (Grupo Monterrey), Marcelo Lorenzo Zambrano (Cemex), Jorge Larrea Ortega (Grupo Minera México), Pablo Aramburuzabala y familia (Grupo Modelo), Roberto González Barrera (Grupo Gruma/Banorte) y Ricardo Salinas Pliego (TV Azteca/Elektra)]. El segundo protagonista era el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN).






			Narramos ahí cómo en la primera media hora de 1994 el país real le estalló en la cara al entonces presidente Carlos Salinas de Gortari, con sus “mitos geniales” y su delirio de grandeza narcisista. La rebelión campesino-indígena de Chiapas opacó la coronación del salinismo en el arranque mismo del Tratado de Libre Comercio de América del Norte. La obra —que contiene una larga entrevista con el subcomandante Marcos, jefe militar de la insurgencia zapatista, y conversaciones con otros protagonistas de la coyuntura— recrea las vicisitudes del final del régimen salinista y los dos primeros años del gobierno de Zedillo, quien, bajo asesoría estadounidense, fracasó en su intento por capturar a Marcos y aniquilar a la dirigencia del EZLN el 9 de febrero de 1995, y desplegó luego un cerco contrainsurgente de hostigamiento militar sobre los bastiones zapatistas, bajo una modalidad de guerra no convencional, irregular, prolongada y de desgaste, que echó mano también de la guerra psicológica y la propaganda enseñadas a oficiales nativos en los cursos del Pentágono, y difundida a través de los medios de difusión masiva hegemónicos, todo lo cual fue combinado por Zedillo y la Sedena con la creación de una docena de grupos paramilitares, como herramienta clave del terrorismo de Estado, cuyo accionar in crescendo tendría su punto culminante en la matanza de Acteal, en noviembre de 1997.






			






			Terrorismo mediático
y la fabricación social del miedo






			La investigación y el trabajo académico y periodístico, así como la reflexión sobre el uso faccioso de las noticias y los contenidos por los medios bajo control monopólico privado, expertos en la fabricación del consentimiento y la manipulación simbólica —mediante la colocación en la sociedad de “sentidos comunes” que de tanto repetirse se incorporan al imaginario colectivo e introducen, como única, la visión del mundo del poder dominante—, lo que de suyo implica formación y adoctrinamiento de una “opinión pública” legitimadora del modelo para el mantenimiento y la reproducción del orden establecido, darían lugar, años después, a la publicación de Terrorismo mediático. La construcción social del miedo en México.






			En esa obra se plantea cómo, desde hace 3 mil años, el arte de la desinformación ha sido un elemento clave en los conflictos bélicos y el manejo de la cosa pública (res publica). A partir de entonces, y con mayor profusión desde comienzos del siglo XX, la propaganda, como lenguaje destinado a la masa, ha sido utilizada para incitar o provocar emociones, positivas o negativas, con la finalidad de conformar la voluntad y la opinión de la población, las más de las veces tergiversando o manipulando los hechos a favor de la cultura y la ideología dominantes.






			Recordamos que la propaganda emplea palabras, u otros símbolos, a los cuales la radio, la televisión, la prensa escrita y la cinematografía sirven como vehículos, pero también los boletines de prensa, los libros por encargo y los folletos, o se propaga a través de arengas o discursos políticos, sermones religiosos, pintadas u octavillas, y en la era de la globalización neoliberal, vía internet y las llamadas redes sociales.






			Expusimos, y reiteramos ahora, que la finalidad del propagandista es ejercer influencia en la actitud de las masas en puntos que están sometidos a la propaganda y son objeto de opinión. Se trata, en definitiva, de modificar la conducta, las ideas y los valores de las personas según propósitos predeterminados, a través de la “persuasión”. Es decir, sin parecer forzarlas. Y uno de los principales medios para ejercer influencia en la gente y obtener ese fin es la mentira. La mentira como arma.






			En Terrorismo mediático se sustenta como eje argumentativo que la propaganda moderna es una hábil combinación de información, verdades a medias, juicios de valor y una variedad de exageraciones y distorsiones de la realidad, que busca influir en las masas. En general, tiende a confirmar ideas populares y agudizar prejuicios y precepciones. Trata de manipular y movilizar a la población a través de sus emociones, instintos y pulsiones —en particular, explotando y potenciando miedos irracionales y atávicos, que anidan en la psique de las personas, pero también el egoísmo, la abominación y el odio al “otro”—, para la “manufacturación del consentimiento” (Walter Lippmann).3 Para crear un público (o comunidad) atomizado, aislado, pasivo y obediente, que sea un simple espectador de la acción política, o un mero consumidor sin participar en la toma de decisiones. Para “mantener a la ‘chusma’ a raya” (Noam Chomsky dixit).






			Junto con la “ingeniería del consenso” (concepto acuñado en 1947 por Edward Bernays, que alude al moldeado de la opinión de las masas por parte de las élites y sus expertos), se recuperaba ahí que, desde la Segunda Guerra Mundial y después en la “guerra fría”, la propaganda se convirtió en guerra psicológica, cuya definición, según el Pentágono, “es el uso planificado de medidas propagandísticas por la nación en tiempo de guerra o en estado de emergencia declarado, medidas destinadas a influir en las opiniones, emociones, actitudes y conducta de los grupos extranjeros, enemigos, neutrales o amigos a fin de apoyar la realización de la política y objetivos nacionales”.






			Y se apuntaba que una de las particularidades de la guerra psicológica, como tipo o doctrina de la propaganda, es crear o fabricar situaciones políticas y psicológicas llamadas a provocar formas deseables de conducta de la población o grupos concretos, mediante operaciones clandestinas que explotan las “vulnerabilidades” del enemigo y sus bases de apoyo: el miedo, las necesidades, las frustraciones. El ser humano es considerado el fin prioritario en una guerra política. Concebido como un objetivo militar, el punto más crítico del ser humano es su mente. Cuando su mente es alcanzada, el “animal político” ha sido derrotado sin que necesariamente haya recibido un proyectil; a través de herramientas no calificadas de guerreras. Ente ellas, la dominación del espíritu.






			Una de las características de la guerra psicológica es el ocultamiento sistemático de la realidad. Se busca imponer la “verdad oficial” o la de la cultura dominante, falseando o distorsionando datos, o bien inventando otros. Y para construir eso se utilizan genéricamente tres tipos de propaganda: blanca, gris y negra. De ellas, la propaganda negra es la utilizada en las operaciones clandestinas o encubiertas.






			Elaborada con base en auténticas patrañas, acompañada de algunas verdades y verdades a medias, la propaganda negra es aquella que aduce otra fuente y no la verdadera; esconde su origen detrás de nombres ficticios o bien atribuye material falso a fuentes reales. Para encubrir su origen y sus intenciones se la rodea de ambigüedades, secretos y misterios. Su éxito depende del total ocultamiento de su verdadero origen.






			Por lo general, la propaganda camuflada o clandestina se canaliza a los medios a través de “filtraciones”. Así, una fuente “oficial” declara en forma “anónima” o el medio periodístico señala que no puede divulgar el origen de la información para “proteger” a su fuente. Es decir, afirma algo que no es posible corroborar con certeza y de esa manera la “información” (propaganda) queda “sembrada” o “plantada” como si fuera una “noticia”. Después, mediante campañas de “intoxicación” (des)informativas y con base en una caracterización simplista y maniquea (bueno/malo, blanco/negro) para describir y estigmatizar o satanizar al contrario o enemigo, cosificándolo y arrancándole todo viso de humanidad, se busca activar reacciones populares, de tal modo que en algunas ocasiones eliminarlo (matarlo) no equivalga a cometer un asesinato.






			En ese sentido, uno de los objetivos de la propaganda de guerra —pero sirve igual con fines político-ideológicos— es sustituir el razonamiento por las pasiones y el fanatismo, y convencer a la población de la necesidad de participar en una “misión purificadora”, reivindicadora o justiciera. El bien y el mal tienden a personificarse y se encarnan en individuos concretos que son presentados como héroes o villanos.






			En Terrorismo mediático se explicaba cómo, después de la caída del muro de Berlín en 1989, Estados Unidos introdujo cambios estructurales en la información para las masas. Gracias a la autonomía de la televisión para ir a cualquier parte y transmitir en tiempo real, la anterior relación comunicacional, constituida por el triángulo: el acontecimiento, el periodista (o mediador) y el ciudadano (espectador), tuvo una modificación sustancial: “Están ustedes viendo la historia en marcha”, dijo Dan Rather, de la CBS. La relación, entonces, según su propuesta, era “directa”: entre el acontecimiento y el público; el ciudadano como “testigo” del hecho. En la nueva fórmula “ver para saber”, el periodista (mediador) desaparecía de la relación. Pasó a ser él también “testigo” de la noticia. Y a partir de entonces, “informar” era hacernos asistir al acontecimiento mediático como happening. La realidad como espectáculo o entretenimiento. Sólo que en ese modelo no hay causas, no hay actores, no hay memoria. No existe la historia. Es la ideología del directo. La realidad se ve ahora como una función, con todos los ingredientes de la racionalidad occidental: el dominio del tiempo y la dicotomía verdadero-falso, que se traduce en la oposición mostrado-oculto.






			El “directo” pasó a ser la forma superior de la “verdad” de la información. El nuevo “paradigma CNN”: sólo se cree lo que se ve, lo que aparece en la televisión, ya que la imagen es la garantía de la “verdad”. Y por esa vía estaba allanado el camino para los montajes o las fabricaciones de la realidad a través de grandes manipulaciones mediáticas basadas en mentiras y medias verdades, como la cobertura de la primera guerra del Golfo Pérsico en 1990-91, la posterior narrativa sobre la destrucción de las Torres Gemelas de Nueva York, en 2001 —que dejó muchas preguntas abiertas, como la demolición de un tercer edificio, el WTC-7—, y la falsa fabricación de las “armas de destrucción masiva” del dictador “malo” Saddam Hussein —por oposición al dictador “bueno”, Augusto Pinochet—, usada como excusa para invadir Irak en 2003 y desatar la “guerra contra el terrorismo”, que conforma el primer capítulo de ese libro.






			Ahí se expone también cómo la batalla mediática supone inteligencia para producir o utilizar imágenes, y esa doble inteligencia es indispensable para conducir conflictos y hacer que al ciudadano o espectador le sea cada vez más difícil establecer la frontera entre la verdad y la mentira, desorientándolo y dejándolo indefenso y maleable. En sendos acontecimientos citados, con epicentro en Irak y el Golfo Pérsico, los “dioses” de la (im)parcialidad (los locutores estrella de la televisión) actuaron como maestros de ceremonia de los tele-maratones del Pentágono. Se acogieron al “modelo deportivo”: el espectáculo, la emoción. Manipularon e intoxicaron al público con basura mediática y diversionismo ideológico, e impusieron el miedo en sociedades enteras para fabricar el consentimiento de las masas para exterminar al nuevo enemigo uniformador.






			El directo maximiza la emoción contra el razonamiento, y, como se señaló arriba, desaparece el trabajo que es la base del oficio del periodista: tomar distancia del hecho, verificarlo, confirmarlo, interpretar, dudar, optar, escoger y decidir. Pero la información es indisociable del contexto. La mayoría de las veces el contexto es el que confiere valor a la información. No obstante, el público no siempre logra darse cuenta de la manipulación de los medios. Máxime si la ingeniería del consenso, con sus efectos disciplinadores, es practicada, como ocurrió en la invasión a Irak en 2003, desde medios “serios” como The New York Times y The Washington Post, que ellos también, con mentalidad de manada, ayudaron a construir una visión confabulatoria de la realidad: la “conspiración” de los “de afuera” para generar un miedo en las sombras. Para mantener al rebaño desconcertado, por ende, manipulable.






			En el capitulado de Terrorismo mediático se narró también cómo se fue gestando la “construcción social del miedo” en México a través de casos como el golpismo mediático a raíz del asesinato del locutor de televisión Francisco “Paco” Stanley; la “reconquista” de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) —tras una histórica lucha de 11 meses del Consejo General de Huelga— por la policía militarizada de Zedillo, en violación de la autonomía universitaria; los videoescándalos sobre personajes cercanos al entonces jefe de gobierno de la Ciudad de México, Andrés Manuel López Obrador, difundidos por el consorcio Televisa y que derivaron en una crisis diplomática con Cuba y en el desafuero del político tabasqueño; la campaña de odio racista y clasista del candidato Felipe Calderón y el Partido Acción Nacional, que desnudó el antiintelectualismo orgánico del político y su organización en vísperas de los comicios de 2006; los operativos de Estado en Atenco y Oaxaca, como laboratorios represivos de la contrainsurgencia urbana; la resistencia civil pacífica de AMLO y sus seguidores tras el fraude electoral y el caótico cambio de mando en San Lázaro, tras la imposición de Calderón como presidente de la República; la Iniciativa Mérida, como proveedora de los insumos bélicos para el brazo militar/policial operativo de la “guerra a las drogas” de Calderón, bajo patrocinio de la administración de George W. Bush y como vehículo para la conformación de un Estado de excepción de facto, y la fabricación —por Televisa y los gurús de las empresas demoscópicas Consulta Mitofsky, GEA/ISA y Parametría, entre otras— del candidato del Partido Revolucionario Institucional, Enrique Peña Nieto, a la postre vencedor de las elecciones de 2012.






			






			Estado de emergencia y necropoder






			En la zaga de las anteriores, una tercera obra fue Estado de emergencia, en la que se inscribió a las políticas de seguridad de los gobiernos de Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto, como prácticas de una violencia de Estado dirigida al exterminio de personas. Desde la introducción, planteamos cómo en plena sociedad del espectáculo, los grandes grupos de la economía criminal son el lado oscuro de la globalización capitalista. Es decir, el mundo del crimen organizado y de las mafias es el mundo del dinero y los intereses económicos, del poder y el secreto, y lejos de resultar una anomalía, la criminalidad se ha instalado en el corazón de nuestros sistemas políticos y económicos; no es un fenómeno aislado de la sociedad.






			Asimismo, se inscribió a las configuraciones criminales del capitalismo actual en una nueva fase de acumulación similar a la descrita por Karl Marx en el capítulo XXIV de El capital (basada en la violencia, la depredación, el robo y el fraude), lo que David Harvey ha denominado “acumulación por desposesión” o despojo. Esta acumulación recae en la financiarización y reprimarización de la economía, lo cual implica la mercantilización y privatización de los territorios —incluida la tierra y otros recursos geoestratégicos hasta ahora cerrados al mercado—, en beneficio de grandes corporaciones transnacionales. Esto da como resultado el desplazamiento de la población a un estado de mercancía o fuerza de trabajo excedente susceptible de ser desechada.






			Se afirmó, entonces, que después del 11/S de 2001 se puso en práctica un modelo de dominación que remite a la normalización del horror y al hecho avizorado de manera temprana por Walter Benjamin, de que el Estado de emergencia no era la excepción sino la regla para los oprimidos. Con base en la normalización de la excepción, recurrimos a la nueva categoría de Achille Mbembe, la necropolítica, que exhibe la lógica del capitalismo actual como “la administración y el trabajo de muerte”. El esquema de “hacer morir o dejar vivir”, que deriva en la destrucción material de cuerpos y poblaciones humanas juzgados como desechables y superfluos (“matables”, dice Giorgio Agamben), pero también en una noción ficcionalizada o fantasmática del enemigo.






			Con base en esas categorías de análisis, en Estado de emergencia se abordó el proceso de ocupación integral encubierta de México por Estados Unidos, como parte de una “guerra de espectro completo” del Pentágono y otros organismos de seguridad estadounidenses, que abarca una política donde lo militar, lo económico/financiero, lo mediático y lo cultural (la educación incluida) tienen objetivos comunes.






			Sosteníamos también que la institucionalización de ese nuevo modelo de exterminio combina el accionar de la estructura represiva/punitiva del Estado mexicano (Fuerzas Armadas, las distintas policías, el sistema judicial) con el de corporaciones multinacionales y “grupos empresariales transnacionales” de la economía criminal (genéricamente llamados “cárteles” de la droga), a los que el Estado les cedió parte del monopolio de la violencia, lo que derivó en un entrelazamiento de “máquinas de guerra” para generar muerte masiva, ejecuciones selectivas por lista (kill-list), desapariciones forzadas, tortura, todo lo cual generó un terror paralizante necesario para la explotación de los recursos geoestratégicos (hidrocarburos, agua para generar electricidad y la explotación minera, biodiversidad, etcétera) y el control de población viva.






			Se sostuvo, entonces, que dicho modelo se acentuó durante el gobierno de Felipe Calderón (2006-2012), quien mediante una falsa guerra a las drogas introdujo una dinámica violenta que consistió en desordenar/destruir/reconstruir/reordenar el territorio y el tejido social, política que fue continuada luego por Enrique Peña Nieto y cuyos efectos llegan hasta nuestros días.






			En la primera parte del libro, tras describir conceptos tales como “monopolio del poder” (Calderón dixit) y la brutalización de la política en el marco de un Estado de excepción sin declarar, se analizó el papel de las instituciones armadas como herramienta para la imposición de ese modelo a sangre y fuego, sustentado además en nociones de moda como “el derecho penal del enemigo” (Günther Jakobs), que lleva a la animalización del “otro”, desprovisto de su condición de persona y considerado un “peligro” para la sociedad, y al que se puede someter por medio de una coacción no regulada por el derecho. El enemigo es un “ser limítrofe”, una “vida desnuda” que se encuentra fuera de la ley y a quien se puede torturar y eliminar o exterminar como a una “plaga” sin que constituya un homicidio.






			Con eje en ese puñado de nociones teóricas y categorías de análisis, en Estado de emergencia se detalló una treintena de casos concretos, que incluyó el asesinato de los niños Martín y Bryan Almanza por soldados en un retén militar; la ejecución sumaria de dos estudiantes de excelencia por miembros del Ejército en una universidad privada perteneciente al Grupo Monterrey (que integra la selecta y reducida plutocracia mexicana), con la posterior modificación de la escena del crimen; el caso del llamado “pelotón de la muerte”, una unidad especial del Ejército que torturaba, mataba y quemaba presuntos delincuentes en Ojinaga, Chihuahua; los casos de un general y un teniente coronel en funciones policiales, que declararon abiertamente ante los medios que asesinaban a presuntos criminales; el asesinato por un comando de tropas de élite de la Marina del traficante Arturo Beltrán Leyva, que exhibió una semiótica bárbara (la barbarie civilizada regida por el criterio de eficacia, como en la Alemania nazi); casos que involucran al vigilantismo, la “limpieza social” y a grupos parapoliciales en el exterminio de jóvenes adictos o de zonas urbanas marginales, considerados desechables y matables, así como un par de ejemplos más, todos documentados, de muertes de estudiantes (caso Villas de Salvárcar, en Ciudad Juárez) y de presuntos criminales (la aparición de 35 personas ejecutadas y con señales de tortura arrojadas en la vía pública a pleno sol en Boca del Río, Veracruz), autoadjudicada por un grupo que se hizo llamar Los Matazetas.






			En la segunda parte del libro se aborda la continuación de esa guerra de exterminio por Enrique Peña Nieto, diseccionando el “caso Michoacán”, con la irrupción de grupos de civiles armados en la región de Tierra Caliente (las famosas autodefensas del doctor Mireles), que enfrentaron a La Familia Michoacana y Los Caballeros Templarios en el marco de un plan encubierto del Ejército, exhibiendo de paso los nexos de los grupos criminales de la entidad con gobernantes, funcionarios estatales y fuerzas de seguridad del Estado.






			Asimismo, se reprodujeron al detalle los casos Tlatlaya (la ejecución sumaria de entre 15 y 18 jóvenes inertes y desarmados, de un total de 22, ultimados por el Ejército, con la alteración de la escena del crimen y la siembra de armas); Iguala/Ayotzinapa, con el desmonte de la “verdad histórica” del entonces procurador general de la República, Jesús Murillo Karam, en el caso de los 43 jóvenes detenidos-desaparecidos, y los de Apatzingán y Tanhuato, otros dos casos que desnudan la política de los grupos de seguridad como “máquinas de guerra” (Michel Foucault, Achille Mbembe) al servicio de un Estado terrorista, lo que dio pie para incorporar nociones teóricas y reflexiones filosóficas/psicológicas sobre la práctica de la tortura, la detención-desaparición forzada de personas (con su reminiscencia del Decreto Noche y Niebla de Hitler) y la ejecución sumaria extrajudicial, considerados todos crímenes de lesa humanidad punibles por el Tribunal Penal Internacional y las propias leyes mexicanas.






			Como síntesis, a lo largo del libro se exhibió una dinámica de burocratización, rutinización y naturalización de la muerte, que no puede funcionar más que en un Estado de excepción o de emergencia, pero donde, de manera perversa, la excepción se ha convertido en su contrario: en regla universal. Se concluía que, prácticamente extinguida la política y privatizado lo público, el nuevo capitalismo criminal y militarizado del siglo XXI se rige por el necropoder. Un necropoder en cuyo seno las fuerzas federales mexicanas actuaron durante el periodo analizado (2007/2016) como máquinas de guerra con derecho de matar igual que en la Alemania nazi o Estados Unidos en Vietnam. Pero se arguyó que no se trató de un “exceso” de algunas “manzanas podridas” fuera de control al interior de los organismos de seguridad del Estado, sino de un engranaje más de una tecnología represiva asesina, adoptada de manera racional y centralizada.






			En Tanhuato, como antes en Ojinaga, Tlatlaya, Apatzingán y un largo etcétera, las fuerzas federales no mataron personas, sino delincuentes, esos “otros”, considerados enemigos, peligrosos, amenazantes. Se argumentó que en el tercer lustro del siglo XXI, la nueva soberanía consistía, fundamentalmente, en el ejercicio de un poder absoluto al margen de la ley y donde la “paz” solía tener el rostro de una guerra sin fin (Mbembe). Se militarizó la vida cotidiana. El objetivo del terror y el necropoder fue el sometimiento social; la sumisión del “otro”. Quien se resistía era desechable, exterminable. En otras palabras, asistimos a una tonton-macutización del régimen4 como parte de una dinámica depredadora organizada, de desposesión y re-territorialización con fines de dominación económica, al servicio de un gobierno privado indirecto, difuso y sin escrúpulos.






			Se sostuvo entonces —y se reafirma ahora— que los aberrantes hechos narrados en Estado de emergencia forman parte de una acción institucional jerarquizada, planificada y normada desde el Estado mismo, y fueron ejecutados por unos hombres —ni monstruos ni villanos— que actuaron como engranajes de una maquinaria corporativa asesina, lo que no equivale a reducir la responsabilidad individual de cada miembro del dispositivo represivo. La obediencia incondicional (o “debida”), clave de la disciplina castrense o policial-paramilitarizada, no exime a ninguno de esos hombres comunes que formaron parte de la maquinaria del horror; tampoco la negación de los hechos. Cada uno de ellos a través de la cadena de mando de sus instituciones tuvo una función diferente y una responsabilidad delimitable, y por ello, quienes cometieron crímenes deben ser juzgados, para que se conozca la verdad y termine la impunidad.






			A finales de 2015, cuando se afinaban los últimos detalles del libro, era evidente el malestar en la cúpula de las Fuerzas Armadas mexicanas, de quienes se resistían a asumir su responsabilidad en los crímenes de lesa humanidad y otras acciones inhumanas y aberrantes ocurridas en los primeros tres lustros del siglo XXI, y a quienes —se escribió entonces— podría aplicárseles la argumentación y la lógica implacable del fiscal Julio César Strassera en el caso de los juicios contra las juntas militares genocidas de Argentina en los años ochenta: si no había habido guerra, los comandantes eran delincuentes comunes; si había habido guerra, eran criminales de guerra.






			






			La insurgencia plutocrática






			En este largo recorrido, Plutócratas y populistas aparece ahora como un continuum de esas tres obras mencionadas, y busca exponer de manera sucinta la última fase de los conflictos, las tensiones y la polarización entre los grupos oligárquicos surgidos al amparo del Consenso de Washington5 y la dictadura del pensamiento único neoliberal, y el candidato opositor y a la postre presidente de la República, Andrés Manuel López Obrador, en el marco de un accidentado devenir que involucra a otros actores políticos y sociales, nacionales y extranjeros.






			Al respecto, conviene adelantar algunos elementos generales que tienen que ver con los dos términos con conforman el título del libro: plutocracia y populismo.






			El diccionario de la Real Academia Española define el término plutocracia como una “situación en la que los ricos ejercen su preponderancia en el gobierno del Estado”. En una segunda acepción, la RAE agrega que es una “forma de gobierno en que el poder está en manos de los más ricos o muy influido por ellos”. Etimológicamente, plutocracia, del griego antiguo, está formada por los vocablos ploutos,6 que significa riqueza y krathos, que quiere decir poder y gobierno. O sea, plutocracia es el poder de la riqueza o el poder del dinero, y alude a cómo las élites económicas ejercen control, influencia o distorsión en el ejercicio del poder político del Estado. En ese sentido, es una suerte de régimen oligárquico de los hiperricos, que opera como un poder fáctico más allá del sistema de partidos políticos y las elecciones en democracias representativas formales, que desafía la soberanía del Estado nación y prioriza sus intereses de clase por encima de los intereses y las necesidades de la población en general.






			Como se adelantaba en El tercer vínculo, el surgimiento de esta nueva plutocracia global inició hacia finales de los años ochenta con la profundización del proceso de financiarización de la economía capitalista y la expansión de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación (TIC). Se trata de una élite o clase de ultrarricos que tiene características que le diferencian de otras minorías acaudaladas precedentes (verbigracia, en América Latina, las viejas oligarquías, que por definición no eran otra cosa que el gobierno de unos pocos).






			Desde que en 1987 la revista estadounidense Forbes comenzó a publicar la lista de las personas más ricas del mundo y registró un total de 145 mil megamillonarios, la plutocracia ha venido ejerciendo un dominio desproporcionado sobre la dinámica del comercio y las finanzas internacionales y las orientaciones que sigue la política global. A raíz de la gran recesión derivada de la crisis de la “burbuja” inmobiliaria de 2008, la movilización cívica contra los protagonistas de la especulación financiera adoptó en Estados Unidos el nombre de Occupy Wall Street, y en su narrativa comenzó a identificar a los hiperricos como “el 1%”, con su contralema: “We are the 99%”.






			Tres años antes, el analista financiero de Citigroup, Ajay Kapur y su equipo, habían acuñado el término plutonomía para referirse a un sistema económico en el cual “los ricos dominan los ingresos, la riqueza y el consumo”.7 En una serie de folletos, Citigroup —considerado por Chomsky uno de los bancos de inversión más corruptos del mundo— exponía la tesis de que los capitalistas globales “son los promotores dominantes de la demanda en muchas economías alrededor del mundo” (Estados Unidos, Reino Unido, Canadá y Australia), y “van a obtener una parte aún más grande de la riqueza mundial en los próximos años”. De manera explícita, el informe señalaba a la democracia como un “grave riesgo” y una “amenaza” para los plutónomos, porque al tener todas las personas la misma capacidad de voto, los electores podrían inclinar la balanza hacia un gobierno que limitara la acumulación de capital de ese modo.8






			La plutonomía se asocia con la plutocracia. Y si la riqueza es poder, como afirmaba Hobbes, cabe suponer que la ultrarriqueza proporciona superpoderes. No obstante, la moderna plutocracia no puede ser considerada como una totalidad homogénea y compacta, ya que presenta en su interior múltiples formas de tensión y conflicto derivados de intereses antagónicos en el terreno de los negocios e, incluso, los que se derivan de su ubicación geopolítica espacial.






			Por ejemplo, en la coyuntura de la pandemia del covid-19 de comienzos de 2020, los intereses de Mark Zuckerberg (Facebook), Elon Musk (Tesla/SpaceX), Jeff Bezos (Amazon) o Bill Gates y Steve Ballmer (Microsoft), cuyas empresas están vinculadas al complejo industrial-militar-financiero-digital-securitario de Estados Unidos, no son los mismos que los de sus pares multimillonarios chinos Robin Li (Baidu), Ma Huateng (mejor conocido como Pony Ma y principal accionista de Tencent y Alibaba) o Zhang Yiming (Tik Tok), adscritos a las políticas de desarrollo e industrialización digital del presidente Xi Jinping. Tampoco los de Warren Buffett (Berkshire Hathaway), Larry Fink (BlackRock) o George Soros (Soros Fund Management) son los mismos intereses que los de los plutócratas mexicanos Carlos Slim (Grupo Carso), Ricardo Salinas Pliego (Grupo Elektra), Germán Larrea (Minera México) o Alberto Baillères (Peñoles).






			Conviene dejar apuntadas algunas características singulares de la plutocracia global. Así, en cuanto a la forma corruptora que adopta la conversión de poder económico en injerencia política indebida (influyentismo, a la sazón poco transparente), se pueden citar los apoyos financieros y las donaciones de los magnates a las campañas de futuros gobernantes y a los partidos políticos (legales o ilegales); la actividad de lobbying ante congresistas y tomadores de decisiones, a favor de sus intereses particulares —entre ellos la defensa de la reducción de impuestos al capital y la adquisición de bienes públicos o estatales en subastas públicas (privatizaciones)—, así como su influencia en el diseño y la implementación de políticas públicas, leyes y la obtención de permisos y contratos a través de sobornos o cohecho.






			A su vez, merced a las sofisticadas y exitosas innovaciones tecnológicas-financieras, y bajo la lógica de maximizar sus beneficios, otros rasgos singulares de los plutócratas globales son la colocación de una parte importante de su fortuna y de los ingresos de sus corporaciones, en un conjunto de centros financieros puestos afuera del control formal de los Estados —verdaderas “guaridas fiscales”, pero romantizadas como “paraísos” en la narrativa en castellano—, lo que les permite sacar ventajas competitivas de estrategias de evasión y elusión fiscal (offshoring); es decir, la circulación de capitales extraídos de la sociedad sin pagar por ellos, y su colocación en jurisdicciones secretas extraterritoriales (estructuras off-shore).






			En ese contexto, cabe preguntarse ¿por qué las medidas para responder a la gran recesión de 2008 sólo reflejaron en parte las lecciones aprendidas tras la Gran Depresión de 1929? Según el Premio Nobel de Economía, Paul Krugman, la respuesta a esa interrogante es la plutocracia. A comienzo de la década de 2010, el 0.01% más rico de la humanidad (cerca de 30 mil personas, la mitad de ellas de Estados Unidos), sintió gran alarma por la deuda pública, comenzó a exigir austeridad y “el sistema político y los medios de comunicación internalizaron las preferencias de los extremadamente ricos”.9 Escribió Krugman: “Si bien la vigilancia puede mitigar hasta qué punto los ricos definen la agenda política, el gran capital acabará por encontrar un camino… a menos que haya menos gran capital desde un comienzo”. En consecuencia, una alta prioridad para Estados Unidos sería limitar la plutocracia.






			A su vez, para J. Bradford Delong, el problema no era tanto “que la plutocracia se haya hecho más fuerte, sino la desaparición de sus contrapartes”.10 No obstante, para el que fuera subsecretario adjunto del Tesoro de Estados Unidos, “las implicaciones políticas de la plutocracia son peligrosas y destructivas”. Afirmó que “en Estados Unidos el dinero de Olin11 ha capturado al poder judicial, el dinero de los Koch12 ha desinformado al público sobre el calentamiento global y el dinero de Murdoch13 ya ha hecho una rutina de sembrar el pánico entre los jubilados sobre los inmigrantes”.






			A contrapelo de los dichos de Krugman y Delong, el magnate Warren Buffett no tuvo empacho en declarar a CNN: “De acuerdo, existe una guerra de clases, pero es mi clase la que la hace y la está ganando”.14






			A su vez, Robert Bunker acuñó en 2012 la expresión “insurgencia plutocrática”, que involucra a las élites globales y carece de los rasgos tradicionales de un grupo rebelde: la lucha armada. Según Bunker, la insurgencia plutocrática es la contraparte de la “insurgencia criminal” —concepto desarrollado inicialmente por John Sullivan en 2008 para describir a las empresas de narcotraficantes mexicanos que “competían” con el Estado en Michoacán y Tamaulipas—. Sin embargo, “en vez de estar basada en economías ilícitas y de naturaleza ascendente, de abajo hacia arriba (bottom up), deriva de economías libres de cualquier soberanía (sovereign free), y es de naturaleza descendente, de arriba hacia abajo (top down)”.15






			De acuerdo con el profesor investigador del Colegio de Guerra del Ejército de Estados Unidos, “los ganadores de la globalización” (las corporaciones multinacionales y los magnates globales) buscan eludir “la autoridad reguladora, fiscal y —en última instancia— política de los Estados”, promoviendo “una economía allende la soberanía” (extra-sovereign) a través de paraísos fiscales foráneos, jugando a poner a los países unos contra otros para maximizar utilidades, siendo ciudadanos no residentes para no pagar impuestos, y empleando a bandadas de abogados y cabilderos dentro de los Estados para obtener intereses especiales y consideraciones económicas.16 Según Bunker, el atributo político-económico definitorio de la insurgencia plutocrática es el intento por neutralizar a las instituciones y “dejar sin dientes” a un Estado al que ven como una amenaza a sus prerrogativas, para facilitar el saqueo de bienes públicos. En la actualidad, afirma, no existe ninguna autoridad soberana que pueda hacerle frente a ese tipo de insurgencia.17






			






			Sobre el populismo
y el pueblo como sujeto histórico






			En cuanto al otro componente del título de esta obra, populismo, parafraseando al politólogo holandés Cas Mudde, podría decirse que es una “palabrita” que parece ubicua en estos tiempos. Todo el mundo la utiliza, pero de muchas maneras distintas.






			El origen del término populismo es un movimiento republicano ruso de inflexión socialista de finales del siglo XIX, llamado narodismo (de народ = narod, pueblo, gente, nación; y ник = nik, equivalente al sufijo “ismo”), derivado del lema “ir hacia el pueblo”, que en el Imperio ruso buscaba reemplazar a la monarquía zarista por una democracia.18






			No deja de ser curioso que el término populismo (de popŭlus, pueblo en latín) no tiene una definición específica en el diccionario de la Real Academia Española, que en un sentido general dice que es una “tendencia política que pretende atraerse a las clases populares”. En su Diccionario de Política, el italiano Norberto Bobbio plantea que “podemos definir como populistas las fórmulas políticas cuya fuente principal de inspiración y término constante de referencia es el pueblo, considerado como agregado social homogéneo y como exclusivo depositario de valores positivos, específicos y permanentes”. Y según Cas Mudde, el populismo es una “ideología” de núcleo delgado (o poroso) que considera que la sociedad está dividida básicamente entre “dos grupos homogéneos y antagónicos” —el pueblo “puro” y la “élite corrupta”—, y que postula que la política debería ser una expresión de la “voluntad general” (volonté générale) del pueblo19 (idea tomada de Jacques Rousseau, con quien los populistas comparten su crítica al gobierno representativo y su preferencia por la democracia directa).






			A su vez, el historiador alemán Jan-Werner Müller lo define como una forma de “imaginario político” basado en la contradicción entre un ficticio “pueblo unitario” y una “pequeña minoría” externa a ese pueblo.20 De esa caracterización Müller deriva una connotación negativa: al reducir la dinámica social al conflicto entre un pueblo homogéneo y un intruso ilegítimo, se estaría negando la compleja diversidad de las sociedades contemporáneas.






			En contraste con esas definiciones, el filósofo argentino Ernesto Laclau concibió al populismo como una “categoría” y lo reconceptualizó como un proceso de creación de identidades políticas, y la adscripción de mayorías subalternas o plebeyas a esas identidades. Al abordar el populismo desde la problemática noción de pueblo (y su relación con la clase), Laclau ensaya una definición inscripta en el marxismo althusseriano que será deudora de la metáfora base/superestructura.21 Así, a partir de la contradicción pueblo/bloque de poder, define el populismo como “la presentación de las interpelaciones popular democráticas como conjunto sintético-antagónico respecto a la ideología dominante”.22 En otro abordaje al tema, en 1987, define al populismo como “aquella dimensión de ciertos discursos políticos que los construye sobre la base de dicotomizar ciertos espacios sociales […] Hay populismo siempre que las identidades colectivas se construyen en términos de una frontera dicotómica que separa a ‘los de arriba’ de ‘los de abajo’”.23






			En alguna medida, las ideas sobre el populismo de Laclau y su viuda, la teórica política belga Chantal Mouffe, son una reinterpretación de ciertos aspectos del pensamiento de Antonio Gramsci sobre la hegemonía, es decir, el poder del grupo dominante para hacer coincidir sus intereses particulares con el interés nacional; la hegemonía cultural supone la creación de un consenso que dé legitimidad a un cierto arreglo social. En Hegemonía y estrategia socialista,24 Laclau y Mouffe presentan una idea de la política como la “disputa por el sentido”, entre el pueblo —popŭlus, como dimensión igualitaria y popular de la democracia— y la hegemonía existente (el poder), que favorece los intereses de una minoría privilegiada. O de otra manera, populismo sería “la construcción de una identidad popular que articula una serie de demandas insatisfechas mediante la identificación de una élite que se opone a los designios del pueblo”.






			En ese sentido, para el académico Juan Ylarri, el rasgo más característico del populismo es la construcción de la idea del “pueblo” como sujeto histórico, depositario de las virtudes sociales de justicia y moralidad y responsable del cambio social, confrontado a “otro” que impide el desarrollo del destino del pueblo.25 Otros rasgos identificados por Ylarri son el rechazo a los profesionales de la política; la desconfianza en las instituciones públicas existentes; el diálogo directo entre la dirección del movimiento y la base social; una fuerte voluntad de movilización y participación; una retórica nacionalista y el liderazgo caudillista.






			Por su parte, la visión estructuralista define al populismo histórico latinoamericano —encarnado por Getúlio Vargas en Brasil, Lázaro Cárdenas en México y Juan Domingo Perón en Argentina, entre los años treinta y cuarenta del siglo pasado— como un tipo de régimen político que se sustenta en una alianza multiclasista y un liderazgo carismático con el objetivo de implementar el denominado modelo de desarrollo de industrialización por sustitución de importaciones. Otras características de esas experiencias serían la reivindicación del papel del Estado como defensor de los intereses de la generalidad de una población a través del estatismo, el intervencionismo y la seguridad social con el fin de lograr la justicia social y el Estado de bienestar.






			Más allá de la polisemia del concepto, el uso del calificativo “populista” se hace habitualmente en contextos políticos, académicos y mediáticos de manera peyorativa y suele cargarse de connotaciones a menudo negativas.






			Según Cas Mudde, citado arriba, el populismo contemporáneo “es tan monista como moralista”. Señala que los populistas creen que “el conjunto del pueblo comparte unos mismos intereses y valores”, y que la diferencia esencial entre el pueblo y la élite es “moral”. De ahí la contraposición entre lo “puro” y lo “corrupto”. Añade que si bien los partidos populistas están presentes en muchos parlamentos occidentales y hay presidentes y primeros ministros populistas en Europa y América, conjugan esa tendencia con otros rasgos ideológicos, ya sea de corte socialista (Syriza en Grecia o el chavismo venezolano), en tanto la “derecha radical” lo une al autoritarismo y el nativismo (Donald Trump en Estados Unidos o Geert Wilders, en los Países Bajos). A mayor abundamiento, y de cara a la cobertura de los medios hegemónicos occidentales, que de manera rutinaria consideraron el referéndum del Brexit en Inglaterra y la victoria electoral de Donald Trump en Estados Unidos como sendos triunfos del populismo, Mudde sostiene que, como mínimo, ambos tratamientos fueron una “exageración” y puede que algo peor: “una falsedad”.






			






			El panóptico o el imperio de la vigilancia






			A mediados de 2016, con Donald Trump en precampaña electoral, asomaría desde Estados Unidos el rostro del fascismo del siglo XXI como la encarnación de la dictadura emergente de la clase capitalista transnacional.






			Como dijo por aquellos días Ignacio Ramonet, con el perfeccionamiento de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, sin que se dieran cuenta, millones de ciudadanos de a pie estaban siendo “observados, espiados, vigilados, controlados y fichados” por poderosos Estados orwellianos.26 En particular, por Estados Unidos y Gran Bretaña,27 que llevaban a cabo una vigilancia clandestina masiva a través de dos de sus aparatos militares de control securitario —la Agencia Nacional de Seguridad (NSA, por sus siglas en inglés) de Estados Unidos y el Cuartel General de Comunicaciones del Gobierno (GCHQ) británico— en complicidad con las cinco grandes corporaciones privadas de Silicon Valley, en California: Google, Amazon, Facebook, Apple y Microsoft, como había denunciado en The Guardian de Londres, el 6 de junio de 2013, el exagente de la Agencia Central de Inteligencia (CIA), Edward Snowden.






			Después de la ley del Talión, la justicia islámica y la Inquisición de la Iglesia católica, al iniciar el último cuarto del siglo XX, en su libro Vigilar y castigar, Michel Foucault se refirió al panóptico como “un dispositivo arquitectónico que crea una sensación de omnisciencia invisible” y permite a los guardianes ver sin ser vistos dentro del recinto de una prisión. Del panóptico (el ojo que todo lo ve) se podía deducir el “principio organizador de una sociedad disciplinaria”; bajo la presión de una vigilancia ininterrumpida, la gente acaba por modificar su comportamiento.






			Ahora, con su obra El imperio de la vigilancia, Ramonet venía a demostrar que también George Orwell se había quedado corto con su “Policía del pensamiento” —incluida en su novela 1984—, donde alertaba sobre el perfeccionamiento de las nuevas tecnologías que permiten “el rastreo de nuestras huellas”. Concebido en su día como una ficción que debía advertirnos del auge de poderes totalitarios, el Gran Hermano de Orwell se había convertido ya en cotidiana realidad. Gracias al desarrollo tecnológico, la idea de un mundo bajo vigilancia total, ya no era un delirio utópico o paranoico, y según Ramonet, estaba en curso la conformación de una “sociedad de delatores”.






			Al aludir a los llamados “objetos conectados” que dominan hoy “la internet de las cosas”, Ramonet puso como ejemplo, en Estados Unidos, a la empresa electrónica Vizio, instalada en Irvine, California, principal fabricante de televisores inteligentes conectados a internet, que había revelado que los equipos tecnológicos instalados en sus productos permitían hacer más eficientes las formas de espionaje sobre sus usuarios. Asimismo, las llamadas y los mensajes a través del teléfono móvil, los programas de localización de GPS y el uso —tendencialmente obligatorio en México a partir de la ejecución del plan para “erradicar el dinero en efectivo” anunciado por el gobierno, los megaconsorcios del Big Data y el sector financiero— de tarjetas de crédito permiten hoy día un rastreo ubicuo y determinar dónde nos encontramos y qué hacemos. A lo que hay que añadir los nuevos chips de identificación por radiofrecuencia que incorporan las “tarjetas de fidelidad” de los supermercados y centros comerciales, por medio de los cuales se accede automáticamente al perfil de consumidor.






			Precisamente, de esa estructura panóptica descrita por Foucault —o especie de “imperio de la vigilancia” denunciado por Ramonet— daría cuenta la divulgación, por Wikileaks, el 8 de marzo de 2017, de 8 mil 761 páginas web que detallaban los métodos de espionaje electrónico del Centro Cibernético de la CIA —que bautizó como Bóveda 7— para extraer mensajes de texto y audio de dispositivos como teléfonos móviles, computadoras, tablets y televisores inteligentes, mediante malware (software malicioso), virus y herramientas que permitían a más de 5 mil piratas informáticos (los hackers globales de la CIA) explotar vulnerabilidades de seguridad para burlar el cifrado de aplicaciones de mensajería.28






			Las herramientas podían tomar control de aparatos y equipos de Apple, Google Android y Samsung e intervenir casi todos los principales sistemas operativos, incluidos los de Microsoft y Linux. Los documentos estaban fechados entre 2013 y 2016. La organización encabezada por Julian Assange, refugiado entonces en la embajada de Ecuador en Londres, reveló que entre las herramientas de ciberespionaje más exóticas estaba una llamada Weeping Angel (ángel llorón), que convertía los televisores inteligentes de Samsung es escuchas electrónicos. El programa, desarrollado en cooperación con la inteligencia británica, permitiría que ese tipo de televisor, aun cuando parece estar apagado, puede ser empleado para vigilar una habitación y transmitir conversaciones por internet a un servidor de la CIA.






			Pero de manera paralela y complementaria, cuando se abría paso la llamada era de la “posverdad” (o el arte de la mentira flagrante), tenía lugar otra guerra en el espacio simbólico, que era librada por los medios hegemónicos cartelizados de Occidente, con el objetivo de imponer imaginarios colectivos con los contenidos y sentidos afines a la ideología y la cultura dominantes, que utilizaba además medios cibernéticos, audiovisuales y gráficos para manipular y controlar las conciencias de manera masiva.






			






			El EZLN, el Pentágono y la guerra en redes






			En ese contexto, cabe recordar que el terrorismo mediático es parte esencial de la guerra de cuarta generación, la última fase de los conflictos bélicos en la era de la tecnología. Y como tal, el terrorismo comunicacional es consustancial a las guerras asimétricas e irregulares de nuestros días.






			Con su lógica antiterrorista y contrainsurgente, desde el levantamiento del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) el 1º de enero de 1994, los manuales de la Guerra No Convencional del Pentágono le habían dado una gran importancia a la lucha ideológica en el campo de la información y al papel de los medios de difusión masiva como arma estratégica y política. El poder multimediático conformado por cinco megamonopolios —Comcast, Google Inc., The Walt Disney Company, News Corporation y DirecTV, con sus “expertos”, sus intelectuales orgánicos y sus sicarios asalariados— ha sido parte integral desde entonces de una estrategia y un renovado sistema avanzado de manipulación y control político y social.






			Al respecto, conviene recordar que tras la insurrección zapatista, el verdadero “gobierno” de Chiapas lo ejerció el Ejército desde la VII Región Militar ubicada en Tuxtla Gutiérrez. Y que el municipio de Chenalhó fue el laboratorio de una estrategia de contrainsurgencia en un territorio en guerra que abarcaba la tercera parte del estado e involucraba a casi todos los indígenas de la entidad.






			En ese marco, y tras la llegada al gobierno del presidente Ernesto Zedillo el 1º de diciembre de 1994, cada vez se hizo más evidente que la estrategia instrumentada por la Secretaría de la Defensa Nacional, con asesoría estadounidense, respondió a la nueva perspectiva que John Arquilla y David Ronfeldt —analistas del Instituto de Investigaciones de la Defensa Nacional, de Santa Mónica, California—, denominaron en 1996 The Advent of Netwar (El advenimiento de la guerra en red).29






			Adoptada del inglés, la terminología netwar —también llamada guerra-red o guerra en red—30 alude a un modo de conflicto social asimétrico o de baja intensidad (más débil que las guerras militares convencionales) en el cual los protagonistas usan formas de organización en red y doctrinas, estrategias y tecnologías relacionadas con la era de la información (celulares, faxes, correo electrónico, sitios web, videoconferencias, redes de internet). Ese tipo de conflictos, también llamado guerra de cuarta generación y adscrito a la teoría del caos, no sólo se desarrolla en el ciberespacio; algunas batallas pueden ocurrir ahí, pero generalmente el conducto y los resultados dependerán en mayor parte de lo que suceda sobre el terreno del mundo real.






			Según el politólogo David Ronfeldt y su equipo de colaboradores, el EZLN estrenó una nueva forma de lucha, la Social Netwar —o guerra socio-informática—, que consistía en formar coaliciones transfronterizas altamente entrelazadas y coordinadas para hacer una guerra de redes sociales que limitaría al gobierno y Ejército mexicanos y apoyaría la causa zapatista.31






			En ese sentido, podría decirse que el EZLN, en tanto singular actor multifacético de los grandes movimientos sociales anticapitalistas de finales del siglo XX —que en medio de un cerco militar contrainsurgente en 1996 y 1998 logró convocar en la selva Lacandona a sendos encuentros intercontinentales por la humanidad y contra el neoliberalismo, como antecedentes del nuevo “ciclo internacional de luchas” iniciado en Seattle en 1999—, se había constituido en algo más que una fuente de ideas.






			De acuerdo con el estudio solicitado a Ronfeldt por el Pentágono, en los conflictos asimétricos la guerra en red social proporciona al bando más débil una respuesta a la “guerra de información” que desarrolla el bando más fuerte.






			Al comprender y aplicar la “lógica-red” desde los confines de la selva Lacandona para romper el cerco mediático-militar gubernamental, la acción simbólica rupturista del EZLN —en la perspectiva de una radicalidad democrática de “los de abajo” o a la manera de un doble poder de las formas de resistencia y construcción de utopías zapatistas desde el seno del capitalismo informacional neoliberal— fue el primer ejemplo de ese tipo de guerra en redes con fines de comunicación política-social, difusión de prácticas y marcos cognitivos emancipadores, horizontales, descentralizados, y formas de coordinación y acción a escala planetaria.






			Una nueva forma de “hacer política insurgente”, desafiando el régimen semiótico y los usos antidemocráticos de la tecnología de la información, mediante los cuales se ejerce la dominación de clase, el control y la vigilancia de las personas en el capitalismo actual, con la paradoja de que siendo un movimiento reacio al vanguardismo, el EZLN fue pionero en la utilización de formas “híbridas” de acción política desde el campo de lo popular alternativo.






			Gracias a las ventajas de las tecnologías de comunicación instantánea, la guerra en red comenzaba a ser la forma más eficiente de diseminar el mensaje entre la población y de trascender de manera autónoma, incluso más allá de las fronteras de Chiapas y México.






			Luego de la primera guerra del Golfo en 1991 y tras analizar la experiencia de lo que se denominó The First Information War, Arquilla y Ronfeldt se dedicaron a teorizar en la Corporación RAND —un importante “tanque de pensamiento” estadounidense— sobre el futuro de la guerra tecnológica, y plantearon que instrumentos tecnológicos como el GPS, los sensores electrónicos y los enlaces de datos permitirían a los soldados del futuro organizarse como una red, compartiendo información sobre la ubicación del enemigo.






			Bastaba que un nodo de la red detectara al enemigo para transmitir esa información al resto y coordinar un ataque en enjambre (swarming)32 contra el blanco u objetivo, de manera aparentemente caótica. A ese modo de combatir lo llamaron guerra en red (netwar).






			De ahí derivaron después que las netwar sociales eran similares a la estrategia militar (“poder duro”) de los enjambres, pero aplicado a conflictos menos bélicos. Según Arquilla y Ronfeldt, el movimiento zapatista, como encarnación de una insurgencia de nuevo tipo, había devenido en una ruptura epistemológica y en un nuevo modelo que contribuía no sólo a entender a los nuevos movimientos y actores sociales de finales del siglo XX, sino a “la construcción de nuevos conceptos necesarios para el desarrollo de perspectivas de organización, doctrina, estrategias y tecnologías militares”.






			Así, el zapatismo podía ser considerado un “nuevo paradigma” para caracterizar a otros conflictos sociales en el “nuevo orden mundial”, una vez que la “guerra fría”  había llegado a su fin y se requería una nueva terminología para enfocar la atención en el hecho de que los conflictos y delitos basados en “estructuras de redes” estaban incrementándose.33 En esa perspectiva, el término “guerra de redes sociales” (social netwar) aplicado al EZLN, se relacionaría con los conflictos de baja intensidad en el extremo societal del espectro.






			En otro documento de 1998, denominado The Zapatista Social Netwar, ambos analistas de la RAND, advirtieron al Pentágono que la guerra de redes sería probablemente “la forma de conflicto más prevaleciente y desafiante en la emergente era de la informática”, por lo que recomendaron diseñar una contraestrategia “enfocada a analizar y contener, aislar, desestructurar e inmovilizar y aun aniquilar las redes sociales, así como las del narcotráfico, de terroristas y otros grupos delincuenciales”.34






			Tal estrategia debía enfocarse no sólo en el EZLN, sino en todas las organizaciones, frentes e individuos que formaban parte de la amplia red de apoyo al zapatismo, para lo cual Arquilla y Ronfeldt recomendaron imponer todo tipo de acciones y tácticas, que iban desde las clásicas de corte contrainsurgente (hostigamiento, acciones psicológicas, desapariciones forzadas, amenazas y ataques de grupos paramilitares, ejecuciones individuales y otras) hasta campañas de desinformación, espionaje, creación de organizaciones no gubernamentales (ONG) financiadas por el gobierno para contraponerlas a las independientes (vinculadas a la red), entre otras.






			






			La posverdad y el capitalismo de vigilancia






			Sin embargo, de la mano del neoliberalismo galopante, junto con la guerra de redes en la era de la informática se profundizarían —no sólo en Chiapas sino a escala planetaria— nuevas guerras de conquista neocoloniales y de reorganización de territorios. Y en ese contexto, más allá de lo que ocurriera en la realidad, la “narrativa” de los medios seguiría siendo clave en la fabricación de una determinada percepción de la población y las audiencias mundiales.






			De ahí que mientras impulsaban una “guerra de espectro completo” —noción diseñada por el Pentágono antes del 11 de septiembre de 2001, que abarca una política combinada donde lo militar, lo político, lo económico, lo jurídico/parainstitucional, lo mediático y lo cultural tienen objetivos comunes y complementarios—, los aparatos militares y de inteligencia de Estados Unidos intensificarían sus acciones abiertas y clandestinas contra gobiernos constitucionales y legítimos, amigos y enemigos.






			A modo de ejemplo, cabe consignar que en el ataque continuado contra el proceso bolivariano de Venezuela, los guiones del golpe de Estado de factura estadounidense habían exhibido sucesivas fases de intoxicación (des)informativa a través de los medios de difusión bajo control monopólico privado —en particular los electrónicos—, combinadas con medidas de coerción psicológica unilaterales y extraterritoriales y un vasto accionar sedicioso articulado con redes digitales de grandes corporaciones en la web, partidos políticos y dirigentes de la derecha internacional, poderes fácticos y grupos económicos transnacionales, fundaciones, ONG y la injerencia de organismos al servicio del poder imperial como la Organización de Estados Americanos (OEA).






			Todo lo anterior sería reforzado a partir de la campaña electoral de Donald Trump por la presidencia de Estados Unidos, con la puesta en práctica de un neologismo de resonancias orwellianas entronizado por el Diccionario Oxford como la palabra del año 2016: la posverdad (post-truth). Un híbrido bastante ambiguo cuyo significado denotaba “circunstancias en que los hechos objetivos influyen menos en la formación de la opinión pública, que los llamamientos a la emoción y a la creencia personal”.35






			Según un editorial del periódico The Economist de Londres —titulado “El arte de la mentira: la posverdad política en la era de las redes sociales”—, Trump era “el máximo exponente de la política ‘posverdad’ […] una confianza en afirmaciones que se ‘sienten [como] verdad’ pero [que] no se apoyan en la realidad”.36






			La victoria electoral de Trump sobre la candidata demócrata Hillary Rodham Clinton, el 8 de noviembre de 2016 —precedida por el triunfo del Brexit en Inglaterra y el fracaso del referéndum sobre los acuerdos de paz entre el gobierno colombiano y la guerrilla de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC)— habría estado fundada, según el diario londinense, en aseveraciones que “sonaban ciertas”, pero que no tenían base fáctica; en verdades a medias basadas en emociones y no en hechos. O de otra manera: mentiras en las que muchos quisieron creer porque resultaban funcionales a sus prejuicios.






			La pesadilla había llegado. El mundo estaba entrando en la época de la posverdad. Y no era que los políticos nunca hubieran mentido; siempre habían tenido una relación peculiar con la verdad. Pero una situación era exagerar, distorsionar u ocultar, y otra, mentir de manera absoluta, descarada y continua sobre los hechos, y difundir rumores para provocar una reacción emocional de los votantes.






			En la era de lo digital, la posverdad invitaba a la mentira pública. El criterio de verdad iba camino a desaparecer, y emergía, en cambio, el de lo viral, en unas redes sociales cuyas audiencias no estaban acostumbradas a pedir pruebas de nada, predispuestas a creerlo todo, en especial lo que alimenta los prejuicios y las ideas políticas y religiosas. Lo que incluía una banalización de la muerte y el sufrimiento masivos.






			Los efectos de la digitalización en la vida de millones de personas iban dando paso a lo que pronto la filósofa y economista estadounidense Shoshana Zuboff llamaría “capitalismo de vigilancia”, un sistema global que, con Google y Facebook como pioneros, puede predecir las emociones, los pensamientos y las acciones de la gente a nivel individual e incidir sobre estos y, como se apuntó arriba, para la vigilancia ubicua y el control total de la población por parte de los organismos de inteligencia de todos los gobiernos.






			Lo que conduce de nuevo al arte de la (des)información. Es decir, al uso de la propaganda como una tentativa para ejercer influencia en la opinión y en la conducta de la población, de manera que las personas adopten una opinión y actúen de manera predeterminada.






			En ese contexto, y ante la llegada de Donald Trump a la Oficina Oval el 20 de enero de 2017, con su gabinete de megamillonarios corporativos, militares imperialistas, expansionistas territoriales y fanáticos delirantes, era previsible pensar que las guerras asimétricas impulsadas por la plutocracia transnacional se profundizarían bajo diferentes modalidades.






			México sería uno de los países que padecería al cuadragésimo quinto presidente de Estados Unidos: a golpes de Twitter y órdenes ejecutivas, la anunciada “palestinización” del país a través de la continuación del muro fronterizo iniciado en los años noventa por la administración Clinton y del lanzamiento de una cacería de millones de indocumentados, se iría alimentando la teoría de los “bad hombres” como chivos expiatorios en el socorrido discurso neoautoritario y con reminiscencias hitlerianas y de “poder desnudo” del nuevo inquilino de la Casa Blanca.
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			Capítulo 1






			






			El affaire Trump 
y el desastre de la diplomacia mexicana






			Repudiada internamente por inoportuna, equivocada y desastrosa, la visita del aspirante presidencial republicano Donald Trump a México el 31 de agosto de 2016 sumiría al gobierno de Enrique Peña Nieto en la más profunda crisis institucional del sexenio y exhibiría una política exterior coyuntural y reactiva, sin estrategia, planeación ni principios, además de pusilánime, irresponsable y torpe, propia de una “República bananera”. De paso, ese patético error diplomático —con el país al que se le consideraba como la relación bilateral más importante: Estados Unidos— dañó los nexos con el entonces jefe de la Oficina Oval, Barack Obama, y la candidata presidencial demócrata Hillary Clinton, y exhibió a México como un país con instituciones débiles y políticos cipayos.






			Del extravío de la otrora mundialmente respetada diplomacia de Tlatelolco —entonces sede epónima de la Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE), en la plaza de las Tres Culturas— daba cuenta el hecho de que en los últimos cuatro años México había tenido cuatro embajadores en Estados Unidos: Eduardo Medina Mora, Miguel Basáñez, Carlos Sada Solana y Gerónimo Gutiérrez, e incluso un lapso en el que la misión diplomática ubicada en el 1911 de Pennsylvania Ave. NW de Washington, D. C., había permanecido seis meses sin titular.






			Sin embargo, el despiste, la desorientación y la consiguiente poca o nula incidencia de la SRE en las tareas que le son propias —la principal es política, misma que debería responder a los principios constitucionales de una política exterior de Estado, con énfasis en la defensa de la soberanía nacional y la integridad del país— habían iniciado hacía casi tres decenios, cuando el gobierno de Carlos Salinas de Gortari concertó el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) con Estados Unidos y Canadá, sin la participación de los profesionales de la diplomacia mexicana.






			Como dijo entonces William Colby, el exdirector de la Agencia Central de Inteligencia (CIA), el TLCAN fue un instrumento para “desvanecer la soberanía y reorientar el papel y la existencia misma del Estado nacional mexicano”.1 Desde entonces la Casa Blanca impulsó una estrategia que se dio en llamar neoliberalismo disciplinario, que delimitaría la vocación principista y latinoamericanista del Estado mexicano.






			Así, mientras que en el ámbito de la diplomacia se apagaba el profesionalismo y el apego a los principios de la autodeterminación de los pueblos, la no intervención, la solución pacífica de las controversias, la proscripción de la amenaza y el uso de la fuerza en las relaciones internacionales y la igualdad jurídica de los estados —que desde 1988 forman parte de la fracción 10 del artículo 89 de la Constitución mexicana—, se ahondaba la subordinación política de los sucesivos presidentes en Los Pinos a los dictados de Washington.






			Otros temas que en los últimos dos decenios habían acaparado la atención tanto de los gobiernos en turno como de las relaciones con Estados Unidos eran la seguridad y la lucha contra el narcotráfico. Durante el sexenio de Ernesto Zedillo, Washington había presionado y logrado establecer un “tercer vínculo” (el militar) entre el Pentágono y las Fuerzas Armadas locales, lo que a la postre derivó en una acelerada militarización de la lucha antidrogas.2 Ya durante el mandato de Vicente Fox, de la mano de su canciller Jorge G. Castañeda Gutman, quien diseñó una nueva diplomacia activa y pragmática que definió como “cesión inteligente de la soberanía”, el país se encaminaría a un total alineamiento político-ideológico con la Casa Blanca y la banca de Wall Street. En 2002 el territorio continental de Estados Unidos, controlado por el nuevo Comando Norte del Pentágono, incorporaría a México de facto en su “perímetro de seguridad”.






			De ese sexenio quedaron para la historia negra de la diplomacia mexicana episodios como el famoso “comes y te vas” de Fox al presidente cubano Fidel Castro, y el rudo enfrentamiento durante la cuarta Cumbre de Presidentes de las Américas, en Mar del Plata, Argentina, entre Fox y el mandatario venezolano Hugo Chávez, cuando éste llamó a aquél “cachorro del imperio” y aseguró que se “arrodillaba” ante Estados Unidos, lo que derivó en el retiro recíproco de embajadores.






			Durante los regímenes autocráticos de Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto, la imagen exterior de México sufrió un desgaste acelerado debido a la irrupción de una violencia multidimensional de apariencia anárquica, especie de guerra civil molecular con prácticas demenciales, pero planificada, que dislocó el Estado de derecho y que desde septiembre de 2014 ha cometido dantescos hechos como el de Iguala, símbolo global de la barbarie extrema, con el consiguiente rechazo y repulsión de la comunidad internacional. ¿Cómo podrían los diplomáticos mexicanos explicar al mundo hechos de tal gravedad —incluso concediendo el uso de la propaganda y el enmascaramiento de información como acciones propias del Estado— sin caer en la trivialidad ni en el ocultamiento de acciones tan aberrantes?






			A lo anterior se sumaría el grave incidente protagonizado en marzo de 2015 entre el exsecretario de Relaciones Exteriores José A. Meade y Juan Méndez, el relator de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) sobre la tortura, a quien la Cancillería sometió a una campaña mediática de descrédito por haber definido como “generalizada” esa práctica de investigación en México,3 y el vergonzoso desaguisado ante la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) en torno al cambio del voto mexicano sobre la propuesta de Palestina ocupada y el templo del monte en Jerusalén, que culminó con el cese fulminante del representante ante ese organismo, el inexperto Andrés Roemer, un excomentarista de TV Azteca, criticado por su actuación como cónsul en San Francisco, donde organizó un festival al que invitó a Donald Trump cuando el entonces candidato republicano iniciaba su polémica campaña presidencial con dislates racistas y xenófobos contra los mexicanos sin papeles legales en Estados Unidos.4






			






			La contradicción entre los funcionarios
de carrera y los políticos






			El proceso de militarización y paramilitarización de México, cubierto por el paraguas del Pentágono, iniciado por Ernesto Zedillo y agudizado durante los regímenes de Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto, sumado al entreguismo supino del dúo Fox-Castañeda con su cesión larvada de soberanía, tuvo como telón de fondo los megaproyectos diseñados en el marco del TLCAN y el Plan Puebla-Panamá (PPP), como parte de una nueva fase de acumulación capitalista por despojo que tendencialmente tendría un nuevo ciclo de superexplotación y violencia de Estado a corto plazo en las áreas de las llamadas Zonas Económicas Especiales (ZEE), con epicentro en el estratégico Istmo de Tehuantepec.






			Cabe consignar que desde 1994, con la entrada en vigor del TLCAN, que significó el libre tránsito transfronterizo de capitales y mercancías, pero no de personas, la tarea de protección de los mexicanos en el extranjero, en particular en el territorio estadounidense, se convirtió en la espina dorsal del Servicio Exterior Mexicano (SEM), con eje en la delicada y ardua labor consular, considerada el patito feo del sector.






			Aunado a lo anterior, más allá de los mitos creados en torno de la esencia del ser y el quehacer de los agentes diplomáticos (embajadores o cónsules), desde entonces se habían acentuado las contradicciones entre los profesionales de tiempo completo (de carrera) y los designados (políticos), amén de la añeja distinción —o casi total divorcio— entre la rama consular y la diplomática, todavía más erosionadas a partir de que, por las coyunturas, los enroques sexenales y la conveniencia e intereses de distintos grupos de poder, cualquier recomendado o influyente podía ser diplomático en cualquier plaza y al margen de la ley del SEM.5






			Así, merced al nepotismo, el amiguismo, el clientelismo, la corrupción o el capricho del presidente de la República y de los padrinos de su círculo áulico, la diplomacia, entendida como la ciencia o conocimiento de los intereses y las relaciones de unas naciones con otras y como profesión sinónimo de habilidad, sagacidad, discreción, tacto, ecuanimidad y, en ocasiones, disimulo; en el caso mexicano la diplomacia había devenido en una virtual agencia de colocaciones fast track o de “chambismo” bien remunerado para exsecretarios de Estado, exfuncionarios gubernamentales, exlegisladores, empresarios y políticos en desgracia —muchos sin capacidad ni experiencia para la función y los rigores del protocolo, y algunos impresentables, de dudosa catadura moral o francamente frívolos—, cuyos nombramientos no pasaban siquiera por la ratificación del Senado.






			Ejemplos sobraban. En Barcelona, el nombre y la imagen de México, que un funcionario del SEM debía defender con dignidad, entre octubre de 2015 y enero de 2017 estuvieron representados por el exgobernador de Veracruz, Fidel Herrera Beltrán, a quien en 2013 la revista Forbes nombró como uno de los diez mexicanos más corruptos. Su nombre se mencionó en un juicio en Austin, Texas, que declaró culpables de lavado de capitales y arreglo de carreras a José Treviño Morales, hermano de Miguel Ángel Treviño, entonces presunto líder de Los Zetas, y otros coacusados, como el empresario Francisco “Pancho” Colorado, señalado como operador financiero de ese grupo de la economía criminal, con quien el veracruzano gustaba de montar a caballo.6 Además, durante su gestión como gobernador fueron asesinados o desaparecidos nueve periodistas y trabajadores de medios de comunicación de la entidad.






			Nunca se supo por qué Peña Nieto lo envió de cónsul a la muy cosmopolita Ciudad Condal con un sueldo mensual de 8339.26 euros, y menos por qué el gobierno de España le brindó el exequatur (autorización definitiva). Más embarazoso resultó el hecho de que, en su caso, la SRE cambió la denominación de Consulado General de Barcelona por la de consulado de carrera, artimaña legal mediante la cual Herrera fue designado sin tener que pasar por la aprobación del Senado. A su vez, gracias a los favores de José Antonio Meade y Claudia Ruiz Massieu, los extitulares del ramo, el primogénito del exgobernador, Fidel Herrera Borunda, con antecedentes de drogas y alcohol, fue colocado como encargado de asuntos comerciales y de cooperación en el consulado general de México en Vancouver, Canadá.7






			En los años ochenta un claro ejemplo de una personalidad adversa a la fórmula que Raúl Valdez Aguilar, embajador de carrera y expresidente de la Asociación del Servicio Exterior Mexicano (ASEM), definía como propia del carácter de la diplomacia: la discreción, fueron los sucesivos nombramientos de Agustín Barrios Gómez, hombre fatuo y superficial, a la sazón dueño de restaurantes y clubes nocturnos, como embajador en Canadá y Suiza y representante en Nueva York, el consulado con mayor peso político en Estados Unidos.8 Entonces, su caso se interpretó como parte de la cuota del consorcio Televisa en la excancillería de Tlatelolco, donde ese personaje, que solía presentarse irónicamente como “Agustín Barrios Gómez, de África Latina”, y que consideraba a México como un “paisito”, causaba molestia y era motivo de escándalo.






			Si de banalidad y futilidad se tratara, en esos tiempos posmodernos sobresalía Tarcisio Navarrete Montes de Oca, quien como embajador en Honduras, en 2009, no advirtió a la  SRE acerca del proceso que condujo al derrocamiento por golpe de Estado del presidente constitucional José Manuel Zelaya. No obstante ese grave traspié diplomático, Navarrete fue “castigado” dos años después por su correligionario panista, el presidente Calderón, como embajador a Grecia, donde, según miembros del servicio exterior, dio “pena ajena” cuando en julio de 2013 se presentó en el quinto Festival LEA (Literatura en Atenas), entonando, entre otras, “La sabiduría de los gatos”, canción de su propia autoría.9






			






			Dos embajadas “políticas”: 
Madrid y Washington






			Casos como los nombramientos de los cónsules Fidel Herrera, Tarcisio Navarrete y otros políticos, efectuados por el Poder Ejecutivo —prácticas que deberían ser de excepción pero que se habían convertido en regla abusiva, en muchos casos saltando por encima de los mecanismos establecidos para los ascensos previstos en la ley del SEM—, habían generado sentimientos de enojo, descontento, frustración, burocratismo y desidia en las filas del que era considerado en México el único verdadero servicio civil de carrera.






			El mayor conflicto y causa de irritación entre los profesionales de la diplomacia tenía que ver con la invasión de designaciones por razones políticas y los intentos por convertirlas en permanentes. Pero siempre hubo designaciones políticas y en el ejercicio de atribuciones perfectamente legales; algunas veces se recurrió a ese expediente para exiliar a personajes molestos al régimen, como hizo José López Portillo con los expresidentes Gustavo Díaz Ordaz y Luis Echeverría Álvarez, responsables de la matanza de Tlatelolco, el primero enviado a Madrid, España, y el segundo nombrado embajador ante los gobiernos de Australia y Nueva Zelanda, concurrente en las islas Fiji, en las antípodas de México.






			Otro motivo de encono había sido el bloqueo de algunas embajadas a los funcionarios de carrera. Un ejemplo: salvo Roberta Lajous, quien entró al servicio exterior en 1979, alcanzó el rango de embajadora en 1995 y desde 2013 era la representante de México ante los reinos de Juan Carlos I y Felipe VI desde que se reanudaron las relaciones diplomáticas con España en 1977, ningún miembro de carrera había ocupado la misión en Madrid. Por ahí desfilaron el ya citado Gustavo Díaz Ordaz; banqueros como José Gómez Gordoa (Banco Internacional/Aseguradora Hidalgo) y Francisco Alcalá Quintero (Bancomext); los exgobernadores Alfredo Baranda, Ignacio Pichardo Pagaza y Enrique González Pedrero; exsecretarios de Estado y connotados políticos priistas, como Rodolfo González Guevara, Jesús Silva Herzog, Rodolfo Echeverría Ruiz y Juan José Bremer en la época del viejo partido de Estado.






			Tras la llegada de Acción Nacional al gobierno, Vicente Fox y Felipe Calderón designaron como representantes en Madrid a los exlegisladores Gabriel Jiménez Remus, Jorge Zermeño y Francisco Ramírez Acuña, considerado el hombre que, cuando era gobernador de Jalisco, destapó a Calderón como candidato a la presidencia, quien ocupaba la cartera de Energía con Fox.






			Otro caso paradigmático era la misión diplomática de México en Estados Unidos. Entre 1959 y 1993 los embajadores en Washington habían surgido de la Secretaría de Hacienda: Hugo B. Margáin, Antonio Carrillo Flores, José Juan de Olloqui, Bernardo Sepúlveda, Jorge Espinosa de los Reyes y Gustavo Petricioli. Y si bien desde los prolegómenos de la firma y entrada en vigor del TLCAN la embajada en ese país había sido ocupada por algunos políticos-diplomáticos, como Jesús Silva Herzog y Juan José Bremer; y experimentados funcionarios de carrera, como Jorge Montaño —dos veces representante de México ante la ONU—; Carlos Alberto de Icaza, distinguido en 2005 como embajador eminente; y Arturo Sarukhán, asesor de Fernando Solana, Rosario Green y Jorge G. Castañeda, exsecretarios de Relaciones Exteriores, y durante un tiempo cónsul general en Nueva York; por la misión también habían pasado algunos personajes polémicos.






			Era el caso de Jesús Reyes-Heroles González-Garza (hijo del político Jesús Reyes Heroles, considerado ideólogo del viejo Partido Revolucionario Institucional —PRI—), quien, antes de ser nominado al cargo por Ernesto Zedillo, se había desempeñado como secretario de Energía en su gabinete y quien, a juzgar por sus actividades posteriores, supo sacar provecho de sus encomiendas y del erario: sería presidente ejecutivo de StructurA, organización que agrupaba a las empresas GEA (Grupo de Economistas y Asociados), PROA, MBD y EnergeA, así como miembro de consejos de administración y de los consejos consultivos para América Latina del Deutsche Bank y del Energy Intelligence Group (EIG).






			Otra figura polémica que había despertado pasiones encontradas era Eduardo Medina-Mora, quien durante el foxismo fue director del Centro de Investigación y Seguridad Nacional (Cisen), la inteligencia civil del régimen, y secretario de Seguridad Pública tras la muerte de Ramón Martín Huerta; después, procurador general de la República con Calderón —cargos desde los cuales fue un interlocutor privilegiado para el aterrizaje de la Iniciativa Mérida (2007), ayuda militar en especie de Estados Unidos a México que de manera acelerada derivó en la militarización y paramilitarización del país—. Hacia finales del calderonismo, Eduardo Medina-Mora fue enviado como embajador ante el Reino Unido y en enero de 2013 Enrique Peña Nieto lo nombró representante en Estados Unidos, cargo que dejó en 2015 cuando el Senado lo ratificó como ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN).






			Tras la virtual acefalia en la estratégica embajada en Washington de marzo a septiembre de 2015, en momentos en que despuntaban las críticas racistas, xenofóbicas y misóginas del entonces precandidato republicano Donald Trump, Peña Nieto designó a un académico poco experimentado en los menesteres diplomáticos: su amigo de la adolescencia Miguel Basáñez Ebergenyi. Pero a Basáñez le quedó grande el encargo y duró en éste sólo siete meses, exhibiendo de paso la falta de oficio, la improvisación y el descontrol de la política exterior del régimen en manos de los cancilleres José Antonio Meade y Claudia Ruiz Massieu Salinas de Gortari.






			En abril de 2016 el reemplazo de Basáñez por Carlos Manuel Sada, funcionario con amplia experiencia en el trabajo consular —había estado al frente de las oficinas en Los Ángeles, Nueva York, Chicago y San Antonio—, no impidió la desastrosa visita de Donald Trump, mediada por el entonces secretario de Hacienda y la eminencia gris de Peña Nieto, Luis Videgaray. Sada también duraría poco en su puesto, ya que con la llegada de Videgaray a la SRE, sería relevado por Gerónimo Gutiérrez en febrero de 2017.






			






			El nuevo paraíso consular, destino de improvisados






			El invasivo desplazamiento de los profesionales de la diplomacia mexicana por los incorporados —cónsules y embajadores designados políticamente por los sucesivos presidentes de México— se había dado de la mano de las políticas neoliberales de los pasados tres decenios y de la irrupción de una tecnoburocracia como instrumento del Departamento del Tesoro estadounidense amaestrada por el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional.






			Al principio del salinismo, junto con Gustavo Petricioli, profesional de las finanzas y la economía egresado del Instituto Tecnológico Autónomo de México (ITAM) y con maestría en Yale, se incorporaron a la SRE otros cuatro exsecretarios de Estado del sexenio de Miguel de la Madrid: el de Educación, Miguel González Avelar, fue titular del Instituto Matías Romero (organismo encargado de la formación y capacitación de los miembros del servicio exterior); el de Agricultura y Recursos Hidráulicos, Eduardo Pesqueira, designado representante ante la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO); el de Relaciones Exteriores, Bernardo Sepúlveda, jefe de misión en Londres; y el de Energía, Minas e Industria Paraestatal y aspirante fracasado a la silla presidencial, Alfredo del Mazo, quien, enviado por el propio De la Madrid a la representación en Bélgica, siguió en funciones.






			Otra golondrina sexenal en el servicio exterior, que dio mucho de qué hablar entonces, fue Miguel Alemán Velasco, expresidente ejecutivo de Televisa y subdirector del diario Novedades, designado por Salinas embajador especial para promover el turismo en el extranjero. Algunos críticos entendieron el nombramiento como otra concesión al consorcio Televisa y al gran capital: heredero del expresidente Miguel Alemán Valdés, quien gobernó al país bajo un modelo económico conocido como Desarrollo Estabilizador (o milagro mexicano), Alemán Velasco era el principal inversionista en el ramo turístico del país. Otra promoción que llegó de afuera fue la designación a la embajada en Canadá del economista Alfredo Phillips Olmedo, opaco exdirector del Banco de Comercio Exterior, quien había hecho carrera en Hacienda.






			La tendencia no se alteró tras la llegada del Partido Acción Nacional (PAN) al gobierno en el 2000. Fox y Calderón colocaron a conocidos políticos sin experiencia ni carrera diplomática en importantes embajadas y consulados. A los ya nombrados exrepresentantes ante el reino de España, Gabriel Jiménez Remus (designado luego a Cuba), Jorge Zermeño y Francisco Ramírez Acuña, se sumaron Luis Felipe Bravo Mena, exlegislador y expresidente de Acción Nacional, enviado por Fox como embajador ante la Santa Sede, y Francisco Barrio, exgobernador de Chihuahua y exsecretario de Estado, nombrado por Calderón embajador en Canadá.






			Entre los políticos sin carrera diplomática nombrados por Enrique Peña Nieto con la lógica del compadrazgo destacó Enrique Martínez y Martínez, exgobernador de Coahuila y secretario de Agricultura en los primeros tres años del sexenio peñista, que reemplazó en Cuba a Juan José Bremer, a quien le pasaron de noche los 18 meses de negociaciones entre Washington y La Habana, con mediación del Vaticano, para la reanudación de las relaciones diplomáticas. Un caso similar fue el de otro “cuate” del presidente, el mexiquense Arnulfo Valdivia que, enviado como embajador a Colombia, ni como testigo figuró en las negociaciones de paz entre el presidente Juan Manuel Santos y la guerrilla de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) llevadas a cabo en La Habana, Cuba.






			Otra designación cuestionada fue la del priista Fernando Castro Trenti, embajador en Argentina tras perder la elección a gobernador en Baja California en 2014. En Japón despacharía Carlos Almada, sobre quien, antes de adquirir experiencia en la embajada de Portugal, cayó la acusación de haber formado parte del “Pemexgate”, uno de los escándalos de peculado más sonados de la administración de Fox, que lo mantuvo a salto de mata durante casi cinco años. En Singapur sería designado el mercadólogo Nathan Wolf Lustbader, quien tras reprobar cinco veces el examen del servicio exterior, regresó a finales de 2016… como embajador plenipotenciario.






			Cabe consignar que incluso algunos años atrás la veda al acceso a las embajadas más atractivas no incluía a los consulados, pero desde los noventa connotados políticos y simples recomendados con poco nivel intelectual —por lo general, exlegisladores y civiles desconocidos— comenzaron a aceptar designaciones como cónsules generales en las más importantes plazas de Estados Unidos: Los Ángeles, Chicago, Nueva York, Houston, Denver, San Diego, Orlando.






			El fundamento de la irritación que prevalecía entre los miembros del servicio exterior, mucho antes de que Donald Trump llegara a la Casa Blanca y pusiera al borde de una crisis humanitaria el tema de la migración indocumentada, no se limitaba al número o las características de las plazas perdidas por quienes tradicionalmente debían desarrollar una carrera, en promedio, de 25 años ascendiendo por el escalafón para ser designados en un consulado medianamente importante, sino encontraba sustento adicional en el perfil y la personalidad de los seleccionados, algunos con mala fama pública y sin ética como para representar al país en el extranjero.






			A casos como los mencionados de Agustín Barrios Gómez, Fidel Herrera y el defenestrado Andrés Roemer se sumaban los de la exprocuradora general de la República Marisela Morales, cónsul en Milán, Italia, cuyo envío a esa representación en 2013 llevó al senador Alejandro Encinas a decir que fue una carta de impunidad por su papel en episodios como el “michoacanazo” y la falta del debido proceso en el caso de la francesa Florence Cassez.






			En 2016 el exgobernador Juan Sabines Guerrero fue designado cónsul en Orlando, Florida, pese a que durante y después de su mandato en Chiapas se le acusó de haber dejado una deuda de 40 mil millones de pesos y un faltante de mil millones por obras públicas no ejecutadas. Otra designación sonada fue la del exembajador en Inglaterra, el mexiquense Diego Gómez Pickering, quien durante los festejos patrios de México en Londres, en 2015, introdujo en la arenga del grito de Independencia un “¡Viva Porfirio Díaz!”: Peña Nieto lo premió con el consulado en Nueva York.10 Un caso atípico fue el de María de los Remedios Gómez Arnau, cónsul en Raleigh, Carolina del Norte, quien, sin ser de carrera, antes desempeñó ese mismo cargo en Atlanta y San Diego bajo la protección del embajador eminente Andrés Rozental, medio hermano de Jorge G. Castañeda Gutman.






			






			La visita: pusilanimidad y humillación en Los Pinos






			Desde que en 1992 Carlos Salinas de Gortari suscribió el Tratado de Libre Comercio con Canadá y Estados Unidos, el neoliberalismo disciplinario impuesto por la Casa Blanca a cinco consecutivos presidentes en Los Pinos llevó a éstos a ir desvaneciendo la soberanía nacional y reorientó el papel y la existencia misma del Estado mexicano, subordinado entonces a los designios geoestratégicos de Washington y subsumido en el espacio geopolítico denominado ahora Norteamérica, bajo dominio económico-financiero de las multinacionales estadounidenses, la banca de Wall Street y el control militar del Pentágono.






			Desde entonces, en una línea de continuidad que llegaría hasta la fase final del régimen de Peña Nieto, la Cancillería mexicana abdicó de su vocación principista y latinoamericanista, y se despojó de estrategia. El “factor Trump” habría de ahondar esa debacle. El llamado miércoles negro de la diplomacia mexicana: el 31 de agosto de 2016, día en que Peña Nieto recibió al candidato republicano Donald Trump como jefe de Estado en Los Pinos, produjo un fenómeno sin precedente en la clase política y los medios masivos locales. En una y otros las adjetivaciones en contra del titular del Ejecutivo evidenciaron aún más la pérdida de rumbo de la política exterior. A guisa de ejemplo, el excanciller Jorge G. Castañeda calificó la invitación a Trump como “innecesaria, inútil y a destiempo”: fue un “grave error político y un completo desastre”.11 A su vez, Jesús Silva-Herzog Márquez aseveró que Trump usó a Los Pinos para un acto de campaña, y agregó: “No creo que pueda encontrarse en la larga historia de la política mexicana una decisión más estúpida”.12 Entre otros epítetos enderezados contra el presidente y las consecuencias de su decisión, figuraron: traición, pusilanimidad, debilidad, humillación, fiasco. Incluso llamaron a Peña Nieto “tonto con iniciativa”.






			La entonces secretaria de Relaciones Exteriores, Claudia Ruiz Massieu,13 ni se enteró de las negociaciones para la visita y quedó en ridículo. También se evidenció que con Estados Unidos no existía una diplomacia soberana ni una buena imagen que se pudiera mejorar solamente con publicidad y propaganda dentro y fuera del país, y si bien el exsecretario de Hacienda, Luis Videgaray, pagó los platos rotos por el arribo de Trump a Los Pinos, no quedó clara la responsabilidad del entonces titular de la Secretaría de Relaciones Exteriores, José Antonio Meade, y la del exsubsecretario para América del Norte, Carlos Pérez Verdía, luego coordinador de asesores de Peña Nieto, quienes durante más de un año, desde que comenzaron los ataques e insultos racistas contra la dignidad de los mexicanos en Estados Unidos —calificados por Trump de narcotraficantes, delincuentes y violadores—, mostraron un perfil bajo y recomendaron silencio al jefe del Poder Ejecutivo.






			En abril de 2016 Pérez Verdía sería sustituido, en el área responsable de instrumentar la delicada relación con Washington, por Paulo Carreño King, otro improvisado, exejecutivo de la empresa estadounidense Burson-Marsteller, cuando su campo profesional estaba en la imagen, las relaciones públicas y la publicidad: Carreño trabajaba en Los Pinos en los días (15 de marzo) en que el gobierno suscribió un contrato en Nueva York con esa compañía por 5 millones 735 mil dólares para mejorar la imagen de México.






			Según altas fuentes de la Cancillería, el error estuvo en poner a un comunicólogo que desconocía todo sobre el quehacer diplomático a operar el complejo vínculo con Estados Unidos, esto es, el mismo error cometido por Peña Nieto durante su sexenio, al colocar al frente de la SRE a dos recomendados políticos (Ruiz Massieu y Meade) y a un amigo (Videgaray) que carecían del perfil requerido por el cargo.






			La moraleja está en que el oficio diplomático no se improvisa; exige congruencia con los principios constitucionales de una política exterior de Estado, por encima de alternancias políticas y con propósitos de largo alcance. Y con una idea de nación, que es a lo que habían renunciado los seis gobiernos entreguistas, desde Miguel de la Madrid hasta Enrique Peña Nieto. Además, claro, de que se requieren largos años de experiencia y “mucho colmillo” para no incurrir en errores de forma y fondo como los que cometieron, entre otros, Vicente Fox y Peña Nieto.






			Al terminar 2016 no soplaban buenos vientos para la diplomacia mexicana. La película de terror que el 19 de diciembre de ese año había pronosticado el gobernador del Banco de México, Agustín Carstens, en realidad había comenzado antes de que Donald Trump llegara a la Oficina Oval, el 20 de enero de 2017. Y ante la posibilidad de una guerra comercial con Washington, el panorama para México lucía sombrío.






			En Guadalajara, Jalisco, ante un grupo de empresarios y ejecutivos, Carstens había asegurado: “El efecto que podría generar en el tipo de cambio la llegada de Donald Trump a la presidencia de Estados Unidos, podría compararse con una película, aunque hasta el momento se desconoce si el género sería de terror o de suspenso”.14 Añadió que la de suspenso había empezado hacía varios meses, pero la de terror todavía no se veía.






			Desde entonces, más allá de la metáfora, a cada dicho de Trump, el peso —uno de los termómetros más sensibles de la economía mexicana— se estresó y comenzó a tocar nuevos mínimos históricos frente al dólar (desde principios de 2016 hasta finales de enero de 2017 se había depreciado 26.4%). Por otra parte, la estabilidad de la inflación, gran baluarte del país ante los huracanes hemisféricos, también había empezado a tambalearse: terminó 2016 en 3.36 (el porcentaje más alto desde 2014), y se preveía que en los meses tras el “gasolinazo” del 1º de enero del nuevo año superara con largueza el 4 por ciento.






			El mismo camino había emprendido la inversión extranjera directa debido a la diplomacia a tuitazos de 140 caracteres del magnate inmobiliario de Nueva York que sería inquilino de la Casa Blanca durante cuatro años. Como presidente electo, Trump amenazó con sancionar a las compañías multinacionales que “tercerizaban” en México —principalmente las del ramo automotriz— con un draconiano impuesto fronterizo de incluso 35%, y logró que corporaciones como Ford y Fiat-Chrysler abandonaran proyectos de inversión en territorio mexicano. El 17 de enero de 2017 General Motors (GM), la mayor armadora de automóviles estadounidense, también cedió a las presiones y, al igual que la cadena de supermercados Walmart, anunció que reorientaría sus inversiones a Estados Unidos.






			Desde 1994, con la entrada en vigor del TLCAN, los sucesivos gobiernos neoliberales mexicanos apostaron a un “desarrollo” económico basado en la producción de manufacturas de exportación hacia el mercado estadounidense. El otro motor de la economía era la producción y explotación de petróleo. Pero en el inicio de la época Trump ambas turbinas enfrentaban disrupciones tecnológicas y políticas, y la economía mexicana corría el riesgo de colapsarse.






			La anunciada “tormenta perfecta” sobre México podría alimentarse además de otros dichos y acciones del Trump candidato y luego presidente, tal como sucedió en 1979, cuando el candidato republicano Ronald Reagan se dedicó a atacar a la antigua Unión Soviética, y fue ésta la primera vez que un aspirante a la Oficina Oval hizo campaña de manera activa contra los intereses de otro país. Al amenazar con acabar o renegociar el TLCAN, continuar la construcción de un muro en la frontera sur de Estados Unidos y deportar a millones de inmigrantes indocumentados, Donald Trump convirtió a México en uno de los asuntos centrales de su campaña, y si bien su victoria electoral respondió a razones profundas, entre ellas el resentimiento de amplias capas de la sociedad estadounidense hacia la clase política y la élite de poder en Washington, es igualmente cierto que recogió y exacerbó de manera abierta, explícita y franca un sentimiento antimexicano que de manera latente existía desde hacía algunos años en un sector de la sociedad —blanco, protestante, xenófobo y machista—, en particular en el medio rural y en ciudades económicamente decadentes de la Unión Americana, como Detroit y Pittsburgh.






			La coyuntura pondría en evidencia que entre las naciones lo único que opera es el juego del poder. Y, como señaló entonces Lorenzo Meyer, la relación de México con la naciente administración Trump estaba entrando en el terreno del “realismo político puro”, donde la supuesta interdependencia “se quitaba el velo para quedar en dependencia”.15 Al diseñar su campaña, Trump decidió caracterizar la relación con México como antagónica con el interés nacional de Estados Unidos, haciendo de una situación de interdependencia asimétrica entre países vecinos una incompatibilidad de proyectos, como un juego de suma cero: que lo que el país fuerte se propone ganar es lo que el débil puede perder.






			En el arranque mismo del proceso electoral, el 16 de junio de 2015, en su Torre Trump, en Manhattan, el impredecible constructor multimillonario aseguró: “Cuando México nos manda a su gente, no manda a los mejores. Envía gente con montones de problemas, y nos traen esos problemas. Ellos traen drogas y crimen. Son violadores”.16






			Partiendo de esa caracterización de los 5.8 millones de mexicanos indocumentados que según cálculos del Pew Research Center —un think tank con sede en Washington, D. C.— vivían en Estados Unidos, el entonces aspirante republicano pasó a proponer una serie de remedios drásticos: construir un muro fronterizo cuyo costo sería sufragado por México; deportar a los indocumentados, y derogar o renegociar el marco en el que funcionaba el comercio bilateral entre ambos países.






			






			Los “bad hombres” y la demagogia trumpiana






			Con posterioridad, durante el primer debate que sostuvo con la candidata demócrata Hillary Clinton, en septiembre de 2016, Trump afirmó que el TLCAN era “el peor tratado que se haya firmado alguna vez y, desde luego, el peor firmado por este país [Estados Unidos]”. Según él, China y México, con su mano de obra barata, se habían apropiado de empleos que deberían haberse quedado en territorio estadounidense.






			Al introducir en la arena política el “factor mexicano”, Trump explotó de manera demagógica su premisa de que millones de indocumentados nacidos en México no sólo eran asesinos, narcotraficantes y violadores —los “bad hombres”—, sino también ladrones de empleos de los verdaderos estadounidenses. Por extensión, los mexicanos que laboran en empresas con casa matriz en Estados Unidos y que al amparo del TLCAN habían abierto plantas en México, también eran culpables de la falta de empleo en regiones industriales deprimidas de aquel país. De ahí que, como recordó el historiador Meyer, en los mítines de Trump se pudo escuchar el estribillo “build the wall, kill them all” (“construyamos el muro, matémoslos a todos”).17






			Debido a ese sentimiento no antilatino ni antichicano sino antimexicano, Trump se comprometió en campaña a que las plantas industriales que se habían trasladado a México —en particular de compañías automotrices— regresarían a Estados Unidos, so pena de imponerles un arancel de 35% a los vehículos importados de México. De consumarse esa propuesta, sería un golpe mortal al proyecto neoliberal en que se embarcó México a partir de la decisión de Carlos Salinas de firmar el TLCAN, en 1992.






			Desde la entrada en vigor del tratado, dos años después (el 1º de enero de 1994), el intercambio comercial de México con Estados Unidos había ascendido hasta ubicarse en 531 mil millones de dólares, a lo que se deben sumar alrededor de 60 millones de dólares anuales del rubro de servicios. Por su parte, 80% de las exportaciones mexicanas de manufacturas se dirigían a Estados Unidos, y de ahí recibía México 50.2% de sus importaciones.






			En conjunto, las tres grandes firmas automotrices estadounidenses, General Motors, Chrysler y Ford, eran responsables de aproximadamente 9.3% del total de las exportaciones mexicanas, y si se consideraba a las veinte empresas exportadoras más fuertes de México, la concentración quedaba así: diez firmas del sector automotriz (a las mencionadas GM, Chrysler y Ford), se sumaban las alemanas Daimler AG o Mercedes-Benz y Volkswagen; las japonesas Nissan, Honda, Mazda y Toyota, y la mexicana Dina (fabricante de autobuses y camiones Navistar); cinco grandes maquiladoras, y cuatro compañías de insumos electrónicos, electrodomésticos, autopartes y metalurgia, además de Petróleos Mexicanos (Pemex).18






			El hasta entonces verbalizado proteccionismo salvaje de Trump amenazaba seriamente el dependiente modelo económico mexicano, pues, de consumarse las advertencias del nuevo mandatario, en el corto plazo el pasmado gobierno de Enrique Peña Nieto no tenía posibilidad alguna de diversificar la economía y abrir mercados, por lo que el daño sería muy significativo.






			En función de los datos precedentes, el caso más obvio, pero no el único, era el ya citado de la industria automotriz, que ocupaba, desde la fabricación de autopartes hasta el ensamble final, a más de  700 mil trabajadores mexicanos que percibían salarios de entre 300 y 400 dólares mensuales.






			






			Un gabinete de halcones y megamillonarios






			Una vez instalado en la presidencia, Trump sólo necesitaba invocar el artículo 2205 y Estados Unidos estaría fuera del Tratado de Libre Comercio en seis meses, lo que sería catastrófico para la economía mexicana. Ante esa situación, que era el escenario más adverso para México, el debilitado Peña Nieto había optado por una política de acercamiento no contencioso. Desde la bochornosa invitación a Trump el 31 de agosto de 2016, en repetidas ocasiones el presidente mexicano había intentado satisfacer las exigencias del magnate desplegando una estrategia de apaciguamiento, el otro extremo de la confrontación. Peña aceptó reabrir las negociaciones del TLCAN y circunscribió el debate acerca del “muro” a quién lo pagaría, pero no manifestó con claridad que tal propuesta era inaceptable y constituía una afrenta y un acto de hostilidad más en la deteriorada relación bilateral.






			Según había adelantado en diciembre anterior The New York Times, Trump dijo que renegociaría el TLCAN y que el pago del muro fronterizo, cuya construcción iniciaría apenas arrancara su administración, sería parte de la negociación. Aseveró también que el fundamento legal para levantar el “hermoso muro” estaba en la ley Sensenbrenner, aprobada por la Cámara de Representantes en 2005 para controlar la inmigración y el terrorismo, y para proteger las fronteras de Estados Unidos.






			El viernes 13 de enero de 2017 el equipo de transición de Trump inició conversaciones con el Cuerpo de Ingenieros del Ejército y con el Departamento de Seguridad del Suelo Patrio (Department of Homeland Security [DHS], 2002) para planear el muro, parte del cual ya existía desde mediados de los años ochenta en muchas partes de los 3145 kilómetros de frontera con México. El vicepresidente electo, Mike Pence, declaró que Trump cumpliría sus promesas de campaña y aseguró que había “varias maneras” de que México pagara por el muro.19 Insinuó que una vía podría ser vincular ese pago a “la renegociación del TLCAN”, y otra, mediante un impuesto a las remesas que enviaran los mexicanos desde la Unión Americana.






			Salvo el gobierno de Peña Nieto, los círculos políticos, académicos y periodísticos de México dudaban de que Donald Trump cumpliera sus amenazas, una vez arrancada su administración. El nuevo presidente y su gabinete de militares halcones y empresarios y financieros multimillonarios eran miembros o servían a los intereses de la clase capitalista transnacional que, ante la crisis de hegemonía y legitimidad del sistema capitalista, encarnaba el fascismo del siglo XXI, según William I. Robinson.






			Desde un inicio, con las designaciones de los generales (retirados) James Mattis (Defensa), John Kelly (Seguridad Interior) y Michael Flynn (Seguridad Nacional), Trump le dio un aire marcial a su gobierno. A ellos se sumaron otros dos extremistas: el senador Jeff Sessions como procurador general y el representante Mike Pompeo en la Agencia Central de Inteligencia (CIA).






			Exjefe del Comando Sur del Pentágono aún hasta enero de 2016, John Kelly era un militar de línea dura que había vinculado la amenaza del terrorismo con la guerra al narcotráfico y el control migratorio en la “vulnerable” frontera con México.20 En su audiencia ante el Senado para su ratificación como secretario de Seguridad Interior, Kelly respondió a la pregunta sobre cuáles serían sus prioridades en caso de ser confirmado: “Cerrar la frontera al movimiento ilegal de personas y cosas. Sin embargo, no podemos jugar a la defensiva. La seguridad de la frontera (de Estados Unidos) comienza 1500 millas al sur del río Grande (Bravo) en las selvas de América Latina, sube al istmo centroamericano y a la frontera de México y Guatemala, y de ahí a todo lo largo de México”.






			Kelly haría mancuerna con Sessions, el legislador de Alabama más antiinmigrante del Senado y una de las personas más influyentes en el pensamiento de Trump en cuanto a la necesidad de fortificar la frontera. A su vez, cabe mencionar que Flynn, a quien obligarían a renunciar el 13 de febrero de 2017 y había sido director de la Agencia de Inteligencia de la Defensa, guardaba poco respeto por las convenciones de Ginebra y defendía la práctica de la tortura, punto que compartía con Sessions y Pompeo, defensor, a su vez, del campo de concentración de Guantánamo y partidario de programas de espionaje masivos.






			Por su parte, el secretario de Estado Rex Tillerson había sido presidente ejecutivo de ExxonMobil —la corporación que, en sociedad con la francesa Total, ganó el derecho de explotar el bloque dos de los yacimientos en aguas profundas del Golfo de México, en la llamada ronda 1.4 de Pemex—, y en Energía fue nombrado el exgobernador de Texas, Rick Perry, vinculado con la industria petrolera y al clan Bush.






			Además, Trump tendría a tres halcones proteccionistas en materia comercial: Robert Lighthizer, abogado designado como representante de Comercio de Estados Unidos, había comparado durante años a los defensores del libre comercio con los políticos ingenuos. A Lighthizer lo acompañaría el economista Peter Navarro, otro partidario de la línea dura contra la “amenaza” china, que sería miembro del nuevo Consejo Nacional de Comercio en la Casa Blanca. A ambos se uniría Wilbur Ross, el inversionista multimillonario especializado en la reestructuración de compañías en problemas, apodado “el Rey de la Bancarrota”, que tendría a cargo la cartera de Comercio del gabinete trumpista.






			Ese triunvirato fue electo para cumplir con la promesa de campaña de una política comercial basada en “Estados Unidos primero”, de modo que una de las primeras acciones de Ross y compañía sería reestructurar el TLCAN, como lo había hecho con tantas empresas a lo largo de su vida. De hecho, Ross había declarado que México tendría que ceder en las negociaciones debido a su enorme dependencia comercial con Washington.






			Convertir a México en el chivo expiatorio de la campaña por la presidencia dio grandes réditos a Trump. Pero con ese elenco de militares, petroleros y negociadores duros contra el libre comercio, el futuro parecía más ominoso.






			






			El regreso del “mil usos” Videgaray






			Frente a ese panorama adverso, en un contexto de grave crisis política e institucional acentuada por las protestas sociales desatadas por el “gasolinazo” del 1º de enero de 2017, Enrique Peña Nieto decidió designar a su “mil usos”, Luis Videgaray, como secretario de Relaciones Exteriores.21 Dijo de éste que regresaba al gabinete para “fortalecer vínculos bilaterales” con Estados Unidos.22






			El enroque político de Videgaray, el cuarto canciller en los cuatro años corrientes de gobierno de Peña Nieto (¡todo un récord en la historia de la Secretaría de Relaciones Exteriores!), venía a confirmar la arraigada práctica del amiguismo así como la irresponsabilidad, el sinsentido y la improvisación en la orientación de la política exterior.






			Como se comentó con profusión en esos días en el “círculo rojo” (la “comentocracia”), Videgaray —a quien se le atribuyeron “poderes hipnóticos” sobre el hijo predilecto de Atlacomulco, e incluso se había llegado a hablar de la “extrema dependencia emocional” de Peña Nieto hacia su influyente consejero y confidente—23 nunca se había ido del entorno del titular de Los Pinos luego de renunciar a la Secretaría de Hacienda tras el affaire Trump de finales de agosto anterior, e incluso se lo había considerado “un activo del presidente y del país [sic]” a la medida del desafío que encarnaba Trump.






			Al asumir su nuevo cargo, a sólo 23 meses de que terminara la administración de Peña Nieto, Videgaray dijo con falsa humildad que no sabía nada de diplomacia, pero que iba a aprender.24 Responsable del desastre económico del país, el exsecretario de Hacienda abrigaba la esperanza de que debido a su relación de cercanía con el yerno de Trump, Jared Kushner, y sus vínculos personales con el exjefe de campaña del magnate, Corey Lewandowsky,25 podría salvar a su jefe en la coyuntura y reposicionarse con vistas a la candidatura presidencial del Partido Revolucionario Institucional (PRI) para 2018.






			Según los medios, Videgaray negoció la torpe invitación para que el candidato republicano se encontrara con Peña Nieto, y lo hizo directamente con Kushner. Videgaray dijo que conoció a Kushner, casado con Ivanka, la hija más cercana a Trump, por medio del mundo de las finanzas, en Wall Street. En una entrevista con Televisa, Videgaray sostuvo que invitar a Trump fue una “decisión correcta, pero precipitada”, y calificó al ahora mandatario estadounidense, el presidente más impopular de la historia, según encuestas de CNN y The Washington Post-ABC, como un “hombre negociador” y “extraordinariamente amable”.26






			A su vez, tácitamente, los elogios proferidos públicamente por el propio Trump al ahora todopoderoso “aprendiz” de canciller, pudieron interpretarse como un virtual “dedazo” por parte de quien, desde la Casa Blanca, encarnaría desde el 20 de enero siguiente una nueva fase del capitalismo salvaje con tintes neonazis a escala planetaria.






			Como recordó entonces el exembajador mexicano Agustín Gutiérrez Canet, en la escuela de estudios internacionales se enseña a los alumnos “que las relaciones exteriores se rigen por intereses nacionales y no por relaciones personales”. Otra lección era respetar las instancias oficiales de comunicación por la vía diplomática: el interlocutor por excelencia del secretario de Relaciones Exteriores era el secretario de Estado estadounidense, no miembros de la familia presidencial.27 Y se aprende también que la “regla de oro” de la diplomacia es la reciprocidad: “Si una nación impone medidas de castigo a otra, ésta puede responder de manera proporcional al daño infligido”.






			No obstante, el canciller Videgaray seguía abrigando la esperanza de que su vínculo personal con Kushner le permitiera renegociar el TLCAN “a la mexicana”, es decir, tras bambalinas. Resultaba evidente que el grupo entonces gobernante, impuesto de manera fraudulenta por los poderes fácticos —en cuyo seno Videgaray había oficiado a últimas fechas como gurú—, tenía por patria el capital, y desde sus puestos tecnocráticos en las estructuras del Estado había impulsado un acelerado proceso de desnacionalización, con eje en una economía de enclave.






			El resultado de ese proceso clasista y colonizador de lo privado sobre lo público había sido erigir a México como “país maquilador”, idea que sugería actividades de ensamblaje establecidas por corporaciones transnacionales en diversas ramas industriales, en espacios que reproducen y agudizan la lógica de subalternidad respecto de los centros de acumulación capitalista a partir de una oferta de trabajo de bajo costo, flexible, adaptable y calificado, con incentivos que otorgan excepciones aduaneras y fiscales, y cuya producción se reexporta al país de origen de la empresa que lo realiza o a terceros mercados, lo que incluye la repatriación de capitales.






			Esa función de país maquilador había significado de tiempo atrás tanto el desdibujamiento del concepto clásico de frontera nacional como el avance del dominio del poder del capital privado transnacional sobre el “Estado nación” denominado formalmente México. Como diría Pierre Bourdieu, el dominio del Estado había quedado reducido al ámbito de la producción simbólica; con la paradoja de que era el propio Estado el que se negaba a sí mismo, que manifestaba de manera expresa su incapacidad de promover el “desarrollo” y, alternativamente, que ese papel correspondía al gran capital; aunque el Estado seguía siendo clave en la protección de la propiedad privada y la ejecución de los contratos.






			Se trataba de un proceso dinámico no exento de conflictos entre grupos de poder y diversos agentes que se disputaban el “botín” (Immanuel Wallerstein), lo que, ante el riesgo de una guerra comercial con Estados Unidos, si ambos gobiernos aplicaban aranceles a la importación de mercancías, llevó a decir a Jaime Serra Puche que se podría entrar en “un esquema de ojo por ojo” que afectaría a México porque sería como “darse un balazo en el pie”.28






			En ese contexto, los dislates retóricos de Peña Nieto proferidos en defensa de “los intereses del país y la dignidad de los mexicanos” sonaron a demagogia para consumo interno. Era obvio que por su cabeza no pasaba operar los resortes del “poder blando” y los instrumentos de una política exterior de Estado como la que impulsó en su época Isidro Fabela —otro nativo de Atlacomulco y uno de los fundadores del pensamiento internacionalista mexicano, artífice de la doctrina Carranza y crítico del imperialismo estadounidense y de su “democracia de fachada” como señuelo para manejar “gobiernos títeres a su antojo”—,29 sino que pretendía el arreglo en lo oscurito con los emisarios del poder corporativo transnacional.






			De ahí que alistaba como embajador en Washington a Gerónimo Gutiérrez, el mismo que como subsecretario para América del Norte de la SRE en tiempos de Vicente Fox había sido partícipe en la construcción del México maquilador: se desempeñaba como director del Banco de Desarrollo de América del Norte, con sede en Texas, creado por el eslabón más fuerte del acuerdo trilateral (Estados Unidos) para atender los temas del tratado, y quien junto con Luis Videgaray debía coordinar ahora al puñado de “asesores” colaboracionistas que había venido actuando por la parte “mexicana” en las cañerías del TLCAN al servicio de las grandes corporaciones, entre los que se encontraban los tecnoburócratas Jaime Zabludovsky, Herminio Blanco y Luis de la Calle, y los empresarios Armando Garza Sada (Grupo Alfa), Claudio X. González (Kimberly Clark de México), Alejandro Ramírez (Cinépolis) y Valentín Diez Morodo (presidente del Consejo Empresarial Mexicano de Comercio Exterior).30






			Si Carrier, Ford, Fiat-Chrysler y GM se habían arrodillado ante las amenazas de quien había sido calificado como un autócrata, narcisista y hombre egocéntrico con una personalidad trastornada que estaba convencido de que el único camino era el suyo, parecía obvio que no habría relación personal que lo hiciera desistir de sus promesas. Asimismo, de llevarse a cabo la renegociación del TLCAN, era previsible, dada la abismal asimetría entre las partes, que se agudizaría la dependencia de México.






			






			La mensajera, el balbuciente y el neofascista






			En lo que fue el final de una semana en extremo tensa en las nuevas relaciones bilaterales entre México y Estados Unidos, el 27 de enero de 2017, durante una conversación telefónica privada, el presidente Donald Trump habría maltratado y humillado a su homólogo Enrique Peña Nieto al punto de hacerlo balbucear.






			Según una versión confidencial obtenida por la periodista mexicana Dolia Estévez, acreditada en Washington, Trump le dijo a Peña Nieto: “No necesito a los mexicanos, no necesito a México, vamos a construir el muro y ustedes van a pagar les guste o no”. Se quejó incluso del mal papel que estaba haciendo el Ejército mexicano en el combate al narcotráfico y lo amenazó con utilizar la fuerza militar de su país.






			Estévez, quien ha cubierto la fuente de la Casa Blanca desde 1989 y colabora con Forbes.com, el 1º de febrero de 2017 aseveró que se estaba engañando al público de ambos países al presentar la conversación Trump-Peña como “armoniosa” y “muy amistosa”. Dijo también que el jefe de la Casa Blanca “no quiere negociar, quiere confrontar a México”. Otro de los dichos del mandatario estadounidense habría sido: “Yo realmente ni quería ir a México en agosto pasado”, y, según Estévez, “ante esa insólita embestida de Trump, Peña no fue firme, balbució”. Comentó, asimismo, que pese a lo ocurrido en México “siguen creyendo en una negociación” con el gobierno de Trump.






			Según el portal Aristegui Noticias, la corresponsal en Washington también mencionó una reunión secreta entre el secretario de Relaciones Exteriores, Luis Videgaray, y funcionarios estadounidenses. La nota fue desmentida por la Cancillería mexicana. Pero por la tarde, una versión de Vivian Salama, de Associated Press, con base en una supuesta transcripción de la llamada telefónica entre ambos presidentes a la que la agencia habría tenido acceso, confirmó el reporte inicial de Estévez, poniendo énfasis en la amenaza trumpiana de enviar soldados del Pentágono a territorio mexicano para controlar y detener a los “bad hombres”, debido a que el Ejército mexicano “está asustado”.






			Una versión posterior de CNN, aunque matizada, confirmó que se trató de una estrategia precisa y una filtración intencionada, a la que después la agencia estadounidense AP dio solidez y sustento, para liberarla a una periodista mexicana con conexiones en Washington.






			Ya era sabido que el principal estratega de Trump en la Casa Blanca, Steve Bannon, es un experto en sembrar mentiras como parte de la guerra propagandística a favor de la derecha estadounidense. Por otra parte, desde su campaña Trump había exhibido ante el mundo entero su estilo hostil y su capacidad de mentir y generar miedo. En su libro El arte de negociar, de 1987, escribió: “Me gusta provocar a mis adversarios y ver cómo reaccionan; si son débiles, los aplasto, y si son fuertes, negocio”.






			Más allá de su veracidad y del hecho de que Trump había agarrado de sparring al débil Peña Nieto, el ríspido encontronazo fue el colofón de 48 horas de insultos proferidos por funcionarios de la Casa Blanca, los días 25 y 26 de enero, a los integrantes de la delegación de alto nivel enviada por el presidente mexicano a la capital estadounidense. La misión, encabezada por Videgaray e integrada, entre otros, por el secretario de Economía, Ildefonso Guajardo, vivió un verdadero cuento de terror, ya que según fuentes periodísticas locales fue sometida a un trato agresivo y humillante por el jefe del gabinete trumpista, Reince Priebus. Corolario: el jueves 26 Trump “desinvitó” públicamente a Peña Nieto al encuentro que ambos sostendrían el 31 de enero, y no fue sino varias horas después cuando el mandatario mexicano anunció que cancelaba la visita.






			Si bien el viernes 27 el Boston Globe, uno de los más influyentes diarios regionales de Estados Unidos, publicó un excepcional editorial sobre el conflicto, titulado “México enseña a Trump una importante lección sobre los límites del poder presidencial”, la decisión de Peña Nieto no se debió a un proceso de análisis de opciones para alcanzar el mejor objetivo posible para su país, sino a la acción unilateral de Trump y Priebus.






			De acuerdo con la narración brindada por el propio Videgaray en la residencia oficial de Los Pinos a legisladores de todos los partidos, a excepción del Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), liderado por Andrés Manuel López Obrador, que decidió no ir, él y su comitiva vivieron en Washington “amenazas reales”. El canciller reconoció que bajo la batuta de Priebus los funcionarios de la Casa Blanca —entre los que figuraron el entonces consejero de Seguridad Nacional, Michael Flynn; el estratega en jefe presidencial, Steve Bannon, quien desarrolló todo el plan electoral racista antimexicano, y el yerno y asesor de Trump, Jared Kushner— los sometieron a “mucha presión y hostilidad”. Y agregó: “Hubo mucha agresión [y se llegó] casi al insulto”. El choque se dio por la insistencia de Trump de que México tendría que pagar el muro.






			Según reportes de prensa, hacia las siete de la mañana del miércoles 25 Videgaray llegó solo a las oficinas ejecutivas de la Casa Blanca para hablar con Kushner, y le dijo que si durante su discurso de ese día en la Secretaría de Seguridad Territorial Trump mencionaba que México pagaría por el muro, como había anticipado la víspera, la visita de Peña Nieto difícilmente se podría mantener.






			Cuando, una hora después, empezó la reunión bilateral, las discusiones se tensaron y hacia el mediodía se pusieron peor debido a una declaración de Trump a ABC News, en la que reiteró que México pagaría el muro fronterizo. Entonces la dinámica de la mesa de negociación cambió: el encuentro presidencial del día 31 ya no fue la prioridad de Washington, y el diferendo se centró en las opciones por medio de las cuales México pagaría el muro, tema sobre el que las dos partes tenían posiciones excluyentes.






			De acuerdo con versiones periodísticas filtradas por legisladores que se reunieron con Videgaray en Los Pinos, el canciller mexicano comunicó a la presidencia lo que estaba ocurriendo en Washington y pidió al secretario de Hacienda, José Antonio Meade, información sobre temas técnicos para responder a sus contrapartes estadounidenses respecto de las exigencias de pago por el muro. Entre las propuestas manejadas por Priebus y su equipo estuvo la de imponer un arancel de 20% a las importaciones mexicanas.






			Del asombro inicial el gobierno de Peña Nieto pasó a la molestia y, según la crónica de Videgaray a los legisladores, cuando se dieron las presiones, las agresiones y los insultos, él y su comitiva estuvieron a punto de irse. La razón que dio para evitarlo fue que estaban en juego millones de trabajos en Estados Unidos y México. Videgaray dijo que Trump había aceptado la propuesta que él le había hecho a Kushner de que no dijera que México pagaría por el muro cuando ese mediodía diera a conocer la orden ejecutiva para su construcción en el Departamento de Seguridad del Suelo Patrio.






			Eso se interpretó en Los Pinos como una moderación del tono. Pero leyeron mal el mensaje esquizoide de la administración Trump, y la cautela de Peña Nieto y sus asesores resultó tóxica. El jueves 26, cuando el presidente mexicano se estaba despertando en la Ciudad de México, Trump anunciaba vía Twitter que retiraba la invitación a Peña Nieto, quien de forma reactiva y tardía dijo que no viajaría a Washington. Videgaray y Kushner buscaron tender un puente que evitara una ruptura diplomática, cuyo resultado fue la llamada telefónica del viernes 27 con el contenido revelado cinco días después por Dolia Estévez.






			Al tomar la palabra en la reunión con los legisladores en Los Pinos, Peña Nieto admitió que las relaciones con Estados Unidos se encontraban en un punto “muy delicado”, pero dijo que su gobierno no podía romper ni permitir que se rompieran las pláticas. A su vez, Ildefonso Guajardo reconoció que había “desconcierto”. Es decir, que el gobierno de Peña Nieto carecía de una estrategia que definiera cómo enfrentar el futuro inmediato.






			






			Un modelo trastocado






			Al despuntar 2017 el conflicto iba para largo, pero México ya había recibido tres graves golpes. El primero había sido la firma de las órdenes ejecutivas de Trump para deportar a migrantes mexicanos y retomar la construcción del muro que desde 1986 se ha venido levantando a lo largo de 1050 kilómetros en la frontera común de 3169 kilómetros.






			El segundo fue el trato dado a Videgaray, que no fue una descortesía, sino una trampa. El mensaje fue que su “amistad” con el yerno de Trump no servía en Washington, o no tenía el amigo correcto. El chisme en los círculos de poder cercanos a la Casa Blanca fue que el “superhalcón” Steve Bannon —el que difundió las mentiras sobre México durante la campaña de Trump y cuyo portal Breitbart News publicó, cuando Peña Nieto ganó la elección presidencial en 2012, que estaba vinculado con el narcotráfico— derrotó a Kushner.






			El tercer golpe devastador, y el más grave, dada la investidura de los protagonistas, fue la reiteración manifestada por Trump a Peña Nieto de que no es amigo de México, ni piensa ni desea serlo. Esta animadversión ya se había expresado a los editores del Wall Street Journal en noviembre de 2015, cuando les dijo: “Honestamente, no me importa México”, y definió a los mexicanos como “corruptos y tramposos”.31






			Al someter a Peña Nieto, a la clase política mexicana y a sus intelectuales orgánicos a la mayor prueba externa de estrés, miedo y terror que se haya vivido desde el siglo XIX, Trump puso en evidencia el modelo económico al que habían apostado en los últimos 35 años las élites vernáculas: a tuitazos mañaneros desde Washington demostró que el sueño del “México maquilador” no era tan sólido, y expulsó de su zona de confort a una oligarquía y una partidocracia tercermundistas que se vieron pasmadas y paralizadas porque el paraíso neocolonial que ayudaron a prohijar a través de una “ventaja competitiva”, esto es, una forma aberrante de esclavitud moderna (verbigracia, la diferencia abismal entre el sueldo de un trabajador mexicano de la industria automotriz, que es de 8.24 dólares por hora, frente al ingreso de su par estadounidense por el mismo trabajo, que es de 46.35 por hora), se trastocó de la noche a la mañana.






			La noche del jueves 26 de enero Televisa reunió a un grupo de intelectuales orgánicos y “comunicadores” que desde el gobierno de Carlos Salinas de Gortari hasta esa fecha habían actuado como reproductores de la ideología dominante, como Enrique Krauze, Héctor Aguilar Camín, Jorge G. Castañeda y Rubén Aguilar, a los que se sumaron los periodistas del principal consorcio mediático privado: Denise Maerker, Joaquín López-Dóriga y Carlos Loret de Mola. Frente al acoso de Trump a Peña Nieto, la misión del grupo fue discutir quién debía convocar a la “unidad nacional” detrás del presidente de la República.






			En ese contexto, cabe destacar las nuevas directrices draconianas incluidas en el decreto ejecutivo de Trump sobre las deportaciones de migrantes indocumentados, que se definieron como una verdadera barbaridad en materia de derechos humanos; aunque su antecesor, Obama, había deportado a cerca de dos millones de personas. El decreto establecía que podía ser deportada “cualquier persona que haya sido acusada de cometer un delito penal, aun si no ha sido sentenciada”, o cualquiera que “ha cometido actos que constituyan un delito penal acusable” (es decir, que las autoridades piensen que ha violado la ley, pese a no haber sido acusado formalmente de un delito) o se haya visto involucrado en una “falsa representación fraudulenta o dolosa” en relación con cualquier tema oficial o solicitud ante una agencia gubernamental de Estados Unidos. En esas condiciones, prácticamente cualquiera de los 12 millones de “sin papeles” mexicanos podría ser llevado a los jueces por un delito “acusable” y ser deportado de manera obligatoria, con detención, fichaje biométrico y la inhabilitación para entrar legalmente a Estados Unidos durante diez años.






			






			Trump, Slim y los negocios






			Donald Trump “no es Terminator, es Negotiator”, declaró el magnate Carlos Slim Helú el 27 de enero durante una conferencia de prensa.32 Según quien era entonces el cuarto hombre más rico del orbe (sólo detrás de Bill Gates, el español Amancio Ortega y Warren Buffett), no había que “espantarse”. El supremacista, xenófobo y misógino nuevo inquilino de la Casa Blanca era un “gran negociador” y tenía “gran estimación por México”. Para el titular vitalicio del Grupo Carso (Telmex, América Móvil, Grupo Financiero Inbursa, Compañía Minera Frisco, etcétera), accionista mayoritario del diario The New York Times, que el 17 de diciembre anterior se había reunido en privado con Trump en su mansión de Florida, lo peor para tratar con él era “enojarse”; Trump “está provocando para negociar”.






			A su juicio, el impredecible demagogo casinero que ahora encarnaba al “pueblo” estadounidense en su versión supremacista anglosajona, blanca y protestante, y que a golpes de Twitter había utilizado a los mexicanos como chivos expiatorios en su campaña y humillado a Enrique Peña Nieto ante el mundo entero; este exconductor de reality shows que puso en marcha una campaña de odio y desató la cacería de migrantes indocumentados sólo encarnaba una “utopía regresiva”, es decir, trataba de retornar “a la exitosa sociedad industrial (manufacturera) de Estados Unidos del pasado”.






			Miembro de la élite liberal desterritorializada que se benefició del programa de globalización capitalista militarizado y rapaz impulsado por la administración Obama, Slim sabía que el trumpismo era una extensión del neoliberalismo por otros medios o, al decir de Michael T. Klare, una suerte de administración Reagan de los años ochenta “que ha tomado esteroides para coger músculo”.33






			Por esos días, James Petras describió a Trump como un “nacionalista-capitalista, un imperialista de mercado y un realista político” que estaba dispuesto a pisotear los derechos de los inmigrantes y de la mujer, la legislación sobre el cambio climático y los tratados con la población indígena. Al igual que los legisladores republicanos en el Congreso, los miembros de su gabinete, integrado por “militares imperialistas, expansionistas territoriales y fanáticos delirantes”, estaban motivados, según el sociólogo estadounidense, por una ideología belicista más cercana a la doctrina Obama-Clinton que a la agenda de “Estados Unidos primero”.






			En ese contexto, el llamado a la “unidad nacional” y a “respaldar” a Peña Nieto, formulado por Slim, como integrante de la clase capitalista transnacional —su fortuna, junto con la de los megamillonarios Germán Larrea (Grupo México), Alberto Baillères (Grupo Peñoles) y Ricardo Salinas Pliego (TV Azteca) representaba 9% del PIB mexicano—, estuvo dirigido a frenar las movilizaciones provocadas por el “gasolinazo” y a encubrir la brutal lucha de clases desatada por los poderes fácticos contra las masas empobrecidas de México. Al respecto, cabe recordar la frase del multimillonario Warren Buffett, el mayor accionista, presidente y, en 2006, CEO del conglomerado financiero Berkshire Hathaway: “Ciertamente, está en marcha una guerra de clases […] pero es mi clase, la clase de los ricos, la que está haciendo la guerra y nosotros la estamos ganando”.34






			En la coyuntura, luego de la agenda de guerra global asimétrica de la administración Obama con sus rescates corporativos, deportaciones en masa, los mortíferos drones y el estado policiaco represivo, el régimen neoliberal “recargado” de Trump —incluso con un entramado cultural e ideológico dramáticamente distinto del utilizado por el primer presidente negro en la Casa Blanca— no significaba una ruptura, sino convergía perfectamente y garantizaba los intereses de la clase capitalista transnacional.






			Como ha señalado W. I. Robinson, el trumpismo y el brusco giro hacia la extrema derecha en Estados Unidos, con organizaciones de fachada como Americans for Prosperity, Cato Institute y Mercatus Center, “es la progresión lógica del sistema político frente a la crisis del capitalismo global”. La élite liberal y su proyecto de globalización capitalista a través del discurso “más amable, más suave” del multiculturalismo —apuntó Robinson— llegaron a un callejón sin salida y abrieron la caja de Pandora del “fascismo del siglo XXI”.35






			Cabe recordar que el fascismo clásico fue ante todo una respuesta a profundas crisis estructurales del capitalismo. La diferencia clave entre el nazifascismo del siglo XX y el resurgimiento de corrientes neofascistas tras la crisis financiera de 2008 es, según Robinson, que el primero “involucró la fusión del capital nacional con poder político reaccionario y represivo”, en tanto que el segundo supone “la fusión del capital transnacional con poder político reaccionario”. En ese sentido, el régimen de Trump no representaría una salida; por el contrario, sería “la encarnación de la dictadura emergente de la clase capitalista transnacional”.36






			Como advirtió entonces Robert Bunker, el experto en guerras irregulares y asimétricas, asistíamos a una “insurgencia plutocrática”.37 Y si bien existían contradicciones y confusión en las élites políticas y económicas transnacionales, no cabía duda de que con su equipo de mexicanófobos, islamófobos e iranófobos, y con su discurso socialdarwinista, neoautoritario con reminiscencias hitlerianas y de poder desnudo, desprovisto de las máscaras de la “era Obama”, la administración Trump podría retrotraer al mundo a la época de las cruzadas.






			En el corto plazo, el “Plan energético Estados Unidos primero”, diseñado para la eliminación virtual de todo impedimento a la explotación de petróleo, gas natural y carbón, arrojaba ominosas sombras extraterritoriales sobre México. En ese contexto, la revelación de un plan de negocios entre la subsidiaria mexicana de la empresa Energy Transfer Partners —de la que el magnate neoyorquino y su secretario de Energía y exgobernador de Texas, Rick Perry, habían sido socios aún hasta mediados de 2016— y la firma Carso Energy, del Grupo Carso, de Slim, para vender gas a la Comisión Federal de Electricidad (CFE), podría explicar por qué para el acaudalado mexicano, pese a su “utopía regresiva”, Trump no era Terminator sino Negotiator y sólo representaba “un gran cambio en la forma de hacer política y de gobernar”.






			El 29 de enero, otro multimillonario, el mandamás del Grupo Bimbo, Daniel Servitje, publicó en el diario Reforma un artículo en un tono similar al de Slim, pero enfocado a la defensa del TLCAN. Aunque lanzó una crítica a la dirigencia gobernante mexicana por los “muros internos” que no se han derribado (“la impunidad, la inseguridad, la corrupción y la pobreza”), llamó a respaldar a Peña Nieto y también apeló a la “unidad nacional”.






			Como, tras del grosero trato de Trump a Peña Nieto, comenzaba a manejarse en las páginas económicas de los principales medios escritos mexicanos, la relativa tranquilidad de los grandes banqueros y empresarios de México podría tener que ver con que ya estaba en marcha, tras bambalinas, una negociación que, más allá del eventual estallido de una guerra comercial, no tocaría a fondo los intereses del gran capital.






			






			El patrioterismo reaccionario y las ZEE






			En los primeros días de febrero de 2017, las diferentes audiencias mexicanas fueron sometidas a una vasta campaña de intoxicación ideológica y propagandística a través de los principales medios de difusión masiva bajo control monopólico privado, que pusieron en práctica técnicas tanto para la fabricación del consentimiento como todo un sistema de adoctrinamiento clasista que forzaba a una “marcha patriótica” y una falsa “unidad nacional” entre los vendepatrias y saqueadores de México y sus víctimas, las mayorías empobrecidas.






			La amplia operación de manipulación de emociones y sentimientos y manufacturación de un consenso de masas (del “rebaño desconcertado”, diría Noam Chomsky), con eje en un patrioterismo reaccionario, tuvo como “fuente” a los responsables de los poderes formales y fácticos del país: los presidentes de la República y de la Suprema Corte de Justicia; los mandos de las Fuerzas Armadas y representantes del gran capital agrupados en los consejos Mexicano de Negocios y Coordinador Empresarial, hermanados todos, por acción, omisión o lazos de complicidad, con crímenes de lesa humanidad y millonarios actos de corrupción que, amparados por el binomio impunidad-simulación, permeaban la imposición del modelo económico capitalista salvaje vigente.






			Azuzados por la agresividad supremacista y xenófoba del mandatario estadounidense, quien como se dijo antes amenazó con enviar tropas y siguió utilizando a México como su principal chivo expiatorio, un Enrique Peña Nieto con 88% de desaprobación y unos voceros de los poderes fácticos (militares y empresarios) carentes, todos, del mínimo sentido de ética política, idea de sociedad y moral pública, recurrieron a muletillas de ocasión, como “soberanía nacional”, “autodeterminación”, “democracia” y “respeto a los derechos humanos”, e impúdicamente llamaron a “cerrar filas” en torno del presidente de la República.






			Lo que imperó en tales pronunciamientos fue la retórica y la demagogia, ya que si de algo se habían encargado los sucesivos gobiernos neoliberales desde Miguel de la Madrid a esa fecha había sido de desvirtuar el modelo de Estado social que establecía en su texto original la Carta Magna de 1917 —que, entre otros derechos políticos y sociales, instituyó el municipio libre y formas colectivas de propiedad de la tierra y definió la soberanía nacional sobre el territorio y sus recursos geoestratégicos—, cuya defensa, según mandato constitucional, debió haber estado en manos de las Fuerzas Armadas.






			Con independencia de que en el periodo posrevolucionario se había conformado un régimen corporativo, patrimonialista y clientelar, con eje en un presidencialismo autoritario y un partido de Estado casi único, cabe consignar que al desmonte y la liquidación neoliberal de aspectos sociales clave de la Constitución —como la forma de propiedad ejidal, mediatizada en la contrarreforma energética de Peña Nieto y el Congreso, con leyes secundarias que prevén la expropiación, la “ocupación temporal” y el régimen de “servidumbre” sobre la tierra por “causa de utilidad pública”— se habían venido sumando a últimas fechas acontecimientos que exhibían la dependencia político-diplomática, militar y migratoria de México bajo la de Estados Unidos. Esto se observaba en el encuentro (en un principio secreto) en Tapachula, Chiapas, de la subsecretaria de Relaciones Exteriores Socorro Flores —al que presuntamente asistieron el canciller Luis Videgaray y los mandos de las Fuerzas Armadas—, con una misión militar encabezada por los jefes de los comandos Norte y Sur del Pentágono, la general Lori Robinson y el almirante Kurt W. Tidd, respectivamente, que contó con la presencia de la embajadora de Estados Unidos en México Roberta Jacobson.






			La reunión se centró en el “compromiso” de México de asegurar militarmente su frontera sur para mantener a raya a la delincuencia y a los inmigrantes centroamericanos que trataran de ingresar en territorio estadounidense sin documentos, en virtud de lo que Videgaray argumentó como una “responsabilidad compartida” con las autoridades de la nación vecina, esto es, de facto, una cesión unilateral de soberanía que exhibía al país como un “asunto interno” de la seguridad nacional de Washington, es decir, a México como Estado vasallo.






			A ello se sumaría el paquete de iniciativas de ley para dotar a las Fuerzas Armadas mexicanas de poderes anticonstitucionales, verbigracia, la militarización de las capitanías de puertos por la Marina y las reformas al Código de Justicia Militar, al Código Militar de Procedimientos Penales, a la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos y a la Ley de Seguridad Interior —concepto nunca antes regulado que hacía referencia a la seguridad del Estado, no de las personas—, impuesta esta última bajo presión por los mandos castrenses a los legisladores, y mediante la que se quiso facultar a los militares para realizar tareas de seguridad pública propias de la policía, como la prevención e investigación del delito, las detenciones y los peritajes penales, pero desde una lógica de seguridad nacional: sin posibilidad de escrutinio público, transparencia o rendición de cuentas. A ese aseguramiento de la frontera meridional también se agregaban las reformas al Mando Mixto policiaco para controlar los municipios y la pospuesta discusión sobre la Ley Reglamentaria del artículo 29 constitucional, con la cual, a solicitud del Poder Ejecutivo, el Congreso podría aprobar la suspensión de garantías o un Estado de excepción.






			Se trataba, pues, de un paquete de medidas impuestas por Washington a través de la Alianza para la Seguridad y la Prosperidad de América del Norte (ASPAN, 2005), la Iniciativa Mérida (2007) y el Diálogo Económico de Alto Nivel (2013), que en conjunto respondían a las directrices de la secretaría a cargo del Departamento de Seguridad del Suelo Patrio, no de las nuestras. El propósito de las directrices era que las Fuerzas Armadas operaran como un ejército de ocupación para garantizar la instalación de empresas transnacionales del ramo de la energía y facilitar la utilización de la infraestructura crítica de Pemex y la CFE en áreas de nuestro territorio, donde, como en las conformadas por las zonas económicas especiales (ZEE), con epicentro en el Istmo de Tehuantepec, existían distintas formas organizadas de resistencias antihegemónicas y antisistémicas.






			






			Kelly y un nuevo Plan Colombia para México






			En ese contexto, más allá de los vacuos y reiterados llamados patrioteros y demagógicos a “la unidad de todos los mexicanos” de Enrique Peña Nieto y su vicepresidente de facto, Luis Videgaray, era necesario que ambos hicieran a un lado su doble discurso e informaran de los acuerdos y compromisos a los que estaban llegando en forma oculta y subordinada con el gobierno de Donald Trump en materia económica, migratoria y militar, en irónica analogía con el gobierno colaboracionista de Vichy (Pétain) en la Francia ocupada por los nazis.






			En franca contradicción con la narrativa oficial, la escandalosa cesión de la soberanía nacional —con el virtual corrimiento de la frontera sur de Estados Unidos a los límites de México con Belice y Guatemala, que había comenzado en forma larvada desde el gobierno foxista— facilitaba una mayor autonomía militar en el plano doméstico. Es decir, profundizaba el papel de las Fuerzas Armadas mexicanas como “ejército de ocupación” de su propio país —con un nuevo marco jurídico regulatorio en ciernes y con base en una doctrina de seguridad nacional que define al “enemigo interno”—, ante las convulsiones sociales en aumento que derivarán de la nueva fase de balcanización y despojo de territorios, tierras y recursos geoestratégicos y megadiversos, legalizada por la contrarreforma energética aprobada por los partidos del autodenominado Pacto por México.






			Como se dijo, la función como guardia pretoriana al servicio del gran capital había sido diseñada por el Pentágono desde mediados de los noventa para todos los ejércitos del área, bajo la pantalla de una estrategia de seguridad que privilegiaba la militarización y transnacionalización de los esfuerzos antidrogas en el hemisferio. Durante la II Conferencia de Ministros de Defensa en Bariloche, Argentina, en octubre de 1996, el secretario estadounidense del ramo, William Perry, dijo sin ambages: “La región es la fuente de recursos vitales para nuestra seguridad y bienestar”, en la medida en que “América Latina es el tercer mercado en importancia para nuestras exportaciones”.






			Si los planes Colombia y Puebla-Panamá del Pentágono (1999-2000) fueron los caballos de Troya para el adoctrinamiento, la penetración y la asimilación de los ejércitos implicados en ambos proyectos, la Iniciativa Mérida (2007) significó el casi total alineamiento de las Fuerzas Armadas mexicanas con las políticas de Washington, acorde con las directrices del Departamento de Seguridad del Suelo Patrio, al que, tal vez por su reminiscencia territorial nazi, oficialmente se traducía como Departamento de Seguridad Interior.






			Como señaló entonces John Saxe-Fernández, la controvertida Ley de Seguridad Interior impulsada por los secretarios de Defensa y Marina de México era una “calca” de la Homeland Security Act,38 que en Estados Unidos rige con leyes paralelas al DHS, que limita derechos y libertades civiles e institucionaliza el Estado de excepción. Un estado de emergencia que intentaba legalizarse en México, complementado con leyes de tipo castrense (como la citada militarización de los puertos) y otras como la Ley para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, aprobada al calor de las discusiones sobre la contrarreforma energética.






			Al respecto, cabe consignar que dicha contrarreforma había sido diseñada de manera no tan clandestina por funcionarios del gobierno de Estados Unidos, como Hillary Clinton y el exembajador en México Carlos Pascual; bancos y consorcios financieros de Wall Street; ejecutivos de las grandes corporaciones oligopólicas y monopólicas privadas, e inversionistas y prestanombres locales del sector hidrocarburífico y minero, entre los que destacaron Sempra Energy y su subsidiaria Ienova (de Carlos Ruiz Sacristán), Halliburton, Sierra&Gas (ligada a Carlos Salinas de Gortari), Grupo Carso Oil&Gas (Carlos Slim), Germán Larrea (Grupo México), Alberto Baillères (Petrobal), Pedro Aspe (Evercore), Luis Téllez (Monterra Energy/KKR) y las financieras First Reserve y BlackRock (el fondo de capital privado más grande del mundo, partícipe en la construcción del ya concluido gasoducto Los Ramones que, con una extensión de 852 kilómetros, trasladará gas natural desde Agua Dulce, en Texas, a Nuevo León, pasando por Tamaulipas, desde donde se redistribuirá a diferentes centros de producción en San Luis Potosí, Guanajuato y Querétaro).






			A esas y otras corporaciones transnacionales, extranjeras y locales se traspasarían los activos y la infraestructura estratégica y crítica de Pemex y la CFE —orientados hacia los ahora militarizados puertos de Coatzacoalcos (Veracruz), Salina Cruz (Oaxaca), Lázaro Cárdenas (Michoacán) y Puerto Chiapas (en el municipio de Tapachula), como plataformas de exportación hacia el mercado mundial—, incluidos yacimientos, reservas, infraestructura (gasoductos, oleoductos, redes de energía eléctrica), áreas productivas y mercados: un proyecto que incluía, además, la bursatilización de las reservas de hidrocarburos vinculadas con la banca comercial transnacional.






			Cabe recordar que más de 50% de los terrenos necesarios para las nuevas ZEE impulsadas por Peña Nieto, con epicentro, como se ha dicho, en el estratégico Istmo de Tehuantepec (el corredor energético Coatzacoalcos-Salina Cruz y su ramal Tabasco-Campeche), no eran de propiedad federal, sino una mezcla de propiedades estatales, municipales y privadas, lo que en el corto o mediano plazo emergería como una nueva fuente de conflictos. De ahí el paquete de leyes en beneficio del gran capital privado por razones de utilidad pública (vía expropiaciones, régimen de servidumbre y ocupación temporal de tierras), que buscaba ser complementado ahora por el secretario de Seguridad Interior de Estados Unidos, el general retirado John Kelly, con un nuevo Plan Colombia para México, con la advertencia de su jefe Trump de que si el Ejército local no podía pacificar al país, estaba dispuesto a enviar mandos y tropas estadounidenses al territorio nacional para capacitar, coordinar y dirigir operaciones tácticas y acciones conjuntas con las fuerzas mexicanas contra “los bad hombres”.






			






			El CFR, la seguridad y los negocios






			Los días 14, 15 y  de junio de 2017 la base militar del Comando Sur del Pentágono en Doral, Miami-Dade, Florida, sería uno de los escenarios de la Conferencia de alto nivel sobre seguridad y economía para México y Centroamérica, convocada por los secretarios de Estado y Seguridad Interior de Estados Unidos Rex Tillerson y John Kelly, respectivamente, con México como “coanfitrión [sic]”.






			Desde la lógica de la administración Trump, que ponía énfasis en la vigilancia de fronteras e identificaba como “amenaza” a la seguridad nacional de Estados Unidos al trinomio terrorismo, crimen organizado y migración indocumentada, el hecho tendría como premisa un enfoque militarista para una eventual reinversión de capitales privados en la subregión.






			La reunión, a la que asistirían el vicepresidente Mike Pence y los secretarios del Tesoro, Steven Mnuchin, y de Comercio, Wilbur Ross, había sido precedida de sendos encuentros castrenses en Tapachula y Cozumel, México, que contaron con la participación de los jefes de los comandos Norte y Sur, la generala Lory Robinson y el almirante Kurt Tidd.






			En la reunión de Cozumel de finales de abril de ese año, los secretarios de Defensa y Marina mexicanos, el general Salvador Cienfuegos y el almirante Vidal Soberón, habían aceptado profundizar la “cesión inteligente” de la soberanía nacional, según definición acuñada en 2001 por el excanciller de Vicente Fox, Jorge G. Castañeda, y subordinarse al mando de Kurt Tidd como parte de una “fuerza de tarea conjunta” con Guatemala que realizaría patrullajes terrestres, marítimos y aéreos a lo largo de la frontera común.






			Al espíritu colaboracionista de los mandos de las Fuerzas Armadas se sumaba el entreguismo supino del aprendiz de canciller Luis Videgaray, quien en mayo de ese año, tras reunirse con Tillerson y Kelly, aludió a una “negociación integral” con Estados Unidos, lo que se interpretó como que, al negociar en “paquete”, y a cambio de permitir operaciones oficiales del Pentágono y otras agencias de seguridad de Washington en el territorio nacional, México podría recibir algunas concesiones en la revisión del Tratado de Libre Comercio.






			Al respecto, y más allá del ruido mediático que provocaban el histrionismo y la verborrea del presidente estadounidense, cabe señalar que éste seguía al pie de la letra los lineamientos del Council on Foreign Relations (Consejo de Relaciones Exteriores, CFR, por sus siglas en inglés), el influyente grupo de expertos señalado como la “aristocracia del dólar” (o la cara oculta del poder globalizado), en particular —en lo que tenía que ver con México— en materia energética, comercial, migratoria y de seguridad. Desde hace 70 años la élite del business determinaba los objetivos bélicos en función del interés de los monopolios empresariales y elaboraba la diplomacia de guerra de Washington por consenso y a puerta cerrada, es decir, al margen de cualquier control democrático.






			Según el documento América del Norte, el momento de un nuevo enfoque, elaborado en 2015 por el CFR, la proyección imperialista en lo que llamaba la “comunidad norteamericana” incluía la “integración” en materia de infraestructura de las plantas de producción de hidrocarburos, refinerías y mercados de ese espacio geopolítico trilateral, y la interconexión eléctrica transfronteriza. Con eje en la seguridad nacional de Estados Unidos, el CFR hacía hincapié en el control monopólico y el aumento de la producción de energía fósil —sin ningún atisbo de que buscara reducir los gases de efecto invernadero—, lo que prefiguraba un escenario neocolonial para México que ahondaría su papel como exportador de bienes primarios por medio de una red de gasoductos integrada de facto a la infraestructura instalada en Estados Unidos, con el añadido de una enloquecida carrera de despojo de territorios del lado mexicano.






			A partir del perverso vínculo indocumentados-terrorismo-crimen organizado, el documento del CFR llamaba a militarizar las fronteras con mecanismos más sofisticados, y preconizaba, con la zanahoria de la “cooperación” militar de la Iniciativa Mérida, la “integración orgánica” de México al Comando Norte. Aunque en 2015 el CFR no promovía la intervención directa de Estados Unidos en suelo mexicano sino el control operacional y doctrinario de la maquinaria de seguridad local —lo que convirtió a las Fuerzas Armadas mexicanas en un virtual ejército de ocupación interna—, con Donald Trump dicha visión parecía haber cambiado, y ello podía estar relacionado con las políticas de “cambio de régimen” impulsadas en el vecindario, en particular en Cuba, Venezuela y Nicaragua.






			Con la premisa de que la guerra no es “la continuación de la política por otros medios” (Clausewitz), sino la continuación del libre mercado, el Consejo de Relaciones Exteriores había contribuido a exportar el modelo político estadounidense cooptando funcionarios extranjeros. ¿Ejemplos? Cuando en abril de 2017 el general John Kelly dijo que no era bueno un presidente mexicano “de izquierda y antiestadounidense”, destacó su “amistad” con Salvador Cienfuegos y Vidal Soberón, asiduos visitantes del Comando Norte.






			Era patético, entonces, el papel de Luis Videgaray en la guerra sucia de Estados Unidos contra el presidente constitucional de Venezuela, Nicolás Maduro. Videgaray, ajeno al arte de la diplomacia —no entendía que la negociación parte de la confianza—, acicateado por Jorge G. Castañeda y bajo los efluvios emanados de su parentesco político con Margarita Zavala —esposa del expresidente Felipe Calderón, quien acababa de pedirle que rompiera relaciones con Venezuela—, había logrado fragmentar a América Latina en tres bloques: las naciones de la Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América (ALBA); Bahamas y la Comunidad del Caribe (Caricom), y los 14 países que, integrados en el llamado Grupo de Lima, bailaban al son que les tocaba Trump.
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